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    PRÓLOGO




    Cuando los libros generalistas de historia sobre la II República española hacen referencia al Estatuto aprobado en Estella no dejan de repetir las conocidas descalificaciones del ministro socialista Prieto contra el País Vasco y Navarra: “nuevo Gibraltar reaccionario y clerical”, “republiquita católica dirigida por jesuitas de Loyola”; para otros militantes de izquierda: “pleito vasco-romano-cavernícola”. Como si la vida política de este “Gibraltar” norteño se hubiera parado o, mejor, varado en la aspiración nacionalista de ver reconocidas sus peculiaridades en un Estatuto, sin tener en cuenta la división ideológica que por motivos de clase y religión ya existía en el “Gibraltar” vasco-navarro antes de la proclamación de la II República española.




    Para los nacionalistas el Estatuto Vasco que ha de abarcar las provincias de Guipúzcoa, Álava, Vizcaya y Navarra, unidas las cuatro por lazos seculares de raza, sangre y religión, usos y costumbres, idioma e historia, como hermanos y habitantes que un día habían sido de territorios vecinos y vivido en el mismo reino, el de Navarra, hasta que los Señores de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya prestaron juramento de vasallaje a los reyes de Castilla y pasaron a su servicio. La historia nacionalista olvida de modo intencionado la guerra de la Convención y la posterior guerra de la Independencia, dos conflictos que en realidad sacaron del aislamiento rural a una sociedad que vivía entre montañas, de la que rememoran en su ideario como igualitaria. El nacionalismo vasco recuerda con amargura la victoria en 1839 del ejército liberal sobre los carlistas, rechaza el Convenio de Vergara y las Leyes posteriores de confirmación de los Fueros de las Provincias Vascongadas y Navarra, un 25 de octubre de 1839, y de modificación de los Fueros de Navarra el 16 de agosto de 1841. Esta última, paccionada (pactada), reduce el antiguo reino de Navarra a una provincia más de la monarquía española, como ya se había hecho por decreto en 1822. Las tres provincias vascongadas consentirán a regañadientes en un arreglo de Fueros tras la tercera derrota del carlismo en 1876.




    Desde finales del siglo XIX el nacionalismo vasco de Sabino Arana había extendido su ideario por las tres provincias vascas y apenas por Navarra. Un desafío permanente al centralismo de Madrid. Como es sabido, Cataluña inicia las demandas de autonomía en 1906 con Solidaridad Catalana y su Liga Regionalista, para ver aprobada en 1913 la Mancomunidad Catalana. Ejemplo que seguirán en 1917 las tres Diputaciones vascas y en 1918 la de Navarra en solitario. Aspiración nacionalista por integrar en el futuro Estatuto al antiguo reino de Navarra que rechazan monárquicos, jaimistas, integristas, mellistas y católicos independientes de Navarra. El golpe militar del general Primo de Rivera paraliza estas iniciativas en septiembre de 1923, si bien durante los años de la Dictadura el País Vasco firmará con el Estado un nuevo Concierto Económico (1926), ventajoso a los intereses financieros vascos en cuanto a impuestos sobre consumos, y los navarros renovarán su Convenio (1927).




    La aspiración por conseguir un Estatuto vuelve con fuerza a la caída de la Dictadura, enero de 1930, y desde la proclamación de la II República sin rebozo lo anuncian los nacionalistas en calles y periódicos de las cuatro provincias. Los impulsores del Estatuto no hallan en Navarra tierra fértil para la expansión de sus ideales, pese a los esfuerzos del nacionalista navarro Manuel Irujo. La Sociedad de Estudios Vascos trabajaba desde 1930 en la redacción de un Estatuto. Su texto tenía que complacer a los nuevos ayuntamientos de derechas e izquierdas tras elecciones municipales de abril y mayo a políticos liberales y conservadores hasta ayer monárquicos, a católicos y eclesiásticos, a propietarios, obreros y jornaleros del campo, éstos pronto afiliados en masa al sindicato socialista de la UGT por su promesa de reparto de tierras; quizás no lo rechazarían los carlistas unidos de nuevo en la Comunión Tradicionalista que con la caída de la monarquía habían sustituido al enemigo alfonsino por la República laica. Un complicado panorama político y social el que ofrece Navarra en estos primeros días de la República, como para encajar el ideario nacionalista del Estatuto entre las preocupaciones básicas de la vida diaria.




    La inesperada proclamación de la II República fue aprovechada por algunos alcaldes nacionalistas de Vizcaya, con el de Guecho, José Antonio Aguirre, a la cabeza, para promover en las cuatro provincias un movimiento municipalista a favor del Estatuto. Alcaldes de pueblos y ciudades fueron invitados a presentar en sus respectivos ayuntamientos mociones de apoyo al Estatuto. Cuando se convoca a todos ellos en Estella para el 14 de junio todavía no se habían celebrado las elecciones a Cortes constituyentes, por tanto estaba sin decidir la organización territorial del nuevo Estado republicano. Los nacionalistas, como Irujo en Navarra, daban por hecho que la nueva República sería federal o confederal. De modo apresurado y poco democrático, el texto de la Sociedad de Estudios Vascos y sus enmiendas será votado en Estella ese domingo 14 de junio de 1931, como de modo pormenorizado relata este libro. A la gran fiesta vasca “de la reconciliación de la raza”, según Arturo Campión, no asisten socialistas y republicanos. Mala señal para el futuro. La constitución que aprueban las Cortes el 9 de diciembre adopta carácter unitario y arrumba lo aprobado en Estella. Había que adaptar el Estatuto a la nueva constitución.




    Si el Estatuto de Estella no encaja en el nuevo orden constitucional de la República, ¿para tan poco fruto ha compartido candidatura el nacionalista Aguirre con carlistas y antiguos monárquicos en las elecciones a Cortes constituyentes por Navarra? Extraña concordancia política de diputados dispares en ideología, unidos por su catolicismo en una misma candidatura, ante una República que se anunciaba laica, en momentos preelectorales confusos, cuyos entresijos también detallan con rigor las páginas que siguen. Unos y otros, la derecha política de las cuatro provincias, formarán grupo en las Cortes con el nombre de Minoría vasco-navarra. Sobre el agitado devenir de esta Minoría en el Congreso de los Diputados ha escrito Arbeloa otro libro (La Minoría Vasco-Navarra, la Religión y la Autonomía (1931-1932), Gobierno de Navarra, 2015), necesario complemento para el lector interesado en conocer los avatares de aquella Minoría en las Cortes constituyentes de la II República.




    Justifican los historiadores el rechazo tajante de la izquierda al Estatuto por el despecho profundo de esa izquierda a las enmiendas de Estella, que reservan al futuro Estado Vasco la facultad de regular sus relaciones con la Iglesia católica mediante Concordato negociado -el Gibraltar de Prieto-, al igual que Prusia y Baviera en Alemania, Friburgo en Suiza y algunos Estados federales en la República mejicana. Desconocen a mi entender los motivos más profundos de aquel rechazo. Para la izquierda, el Estatuto de Estella y sus enmiendas no satisfacen las preocupaciones de mejora social de obreros, jornaleros y pequeños propietarios del campo. Mejoras que sí aparecen recogidas con todo detalle en el texto del Segundo Proyecto de Estatuto Vasco-Navarro de las Gestoras de izquierdas, presentado a la Asamblea de Pamplona en junio de 1932. Por ejemplo, su Título Quinto capítulo III, sobre Trabajo y propiedad, cita expresamente a obreros y artesanos y pone a las clases trabajadoras vasco-navarras “bajo la protección especial del país”; según el art. 38, el País Vasco-Navarro podrá obligar a los propietarios de tierras incultas a cultivarlas, venderlas o cederlas en censo enfitéutico, a su arrendamiento a familias necesitadas avecindadas en el País, o bien a Colectividades y Asociaciones agrícolas, para que a su vez éstas las cultiven; por el art. 40, el país Vasco-Navarro promoverá y ayudará a procurar la propiedad de los caseríos a los arrendatarios de sus tierras, a mejorar los existentes y a construir otros nuevos para el asentamiento de un número adecuado de familias vasco-navarras. Aspiraciones todas ellas que la izquierda espera ver reflejadas en el texto de la futura Ley de Reforma Agraria, promesa estrella del PSOE a través de su sindicato UGT y su Federación de Trabajadores de la Tierra, todavía no aprobada.




    Para discutir el Segundo Estatuto de las Gestoras, los ayuntamientos de las cuatro provincias son convocados en Pamplona el domingo 19 de junio de 1932. Día histórico y emotivo para los nacionalistas el ver concentrados en la capital de la vieja Vasconia a representantes municipales de los cuatro territorios. La Asamblea, tumultuosa en ciertos momentos, deduce por los resultados de la votación que los navarros rechazan de forma mayoritaria el Estatuto de las Gestoras. Por lo menos ésa es la impresión dolorida que se llevan los representantes de las tres provincias al abandonar Pamplona, el regusto amargo de la unión fracasada con Navarra. Las palabras desoladas pero a la vez templadas del presidente de la Comisión Gestora vizcaína muestran la decepción de los vascongados:




    “… del debate que se ha planteado esta mañana y del resultado del escrutinio de esta tarde se desprende de una manera clara que la provincia de Navarra, que antes dijo que era partidaria del Estatuto único, hoy no quiere Estatuto; por lo menos, no quiere el Estatuto que han sometido a nuestra deliberación las Comisiones Gestoras. Si yo dijese que no quieren Estatuto, quizás no me alejase demasiado de la verdad, puesto que he oído a representantes de esta provincia en que estamos hoy reunidos, manifestaciones en este sentido.”.




    Sobre las posibles consecuencias del rechazo de Navarra al segundo proyecto de Estatuto, fijémonos en el corto periodo de tiempo que transcurre entre el 19 de junio de 1932 y el 19 de julio de 1936. La primera fecha, de reunión de ayuntamientos en Pamplona, y la segunda, de proclamación del estado de guerra en Pamplona. A los huéspedes bienvenidos de 1932, cuatro años después se les llamará “el enemigo”. De trabajar juntos en la búsqueda de un Estatuto común, a conquistar-liberar por las armas el territorio hermano.




    El Estatuto igualaba en derechos y deberes a las cuatro provincias, declaraba autónomos a los ayuntamientos en el gobierno y dirección de sus intereses y hablaban sus impulsores de fijar en Pamplona la capital de la autonomía. La burguesía navarra, por el contrario, supone con razón que tarde o temprano la provincia iba a depender de Guipúzcoa y Vizcaya por su riqueza industrial. La indudable fuerza del movimiento obrero, socialista mayormente, en minas y fábricas de estas dos provincias influye sin duda en los políticos navarros, más proclives como propietarios de tierras al mantenimiento de una Navarra agraria, y que finalmente rechazan incorporar al Estatuto. No importa las ventajas que el Estatuto presente para toda Navarra, aunque se diga que toda la provincia y sobre todo su Ribera lograrían una salida -un mercado- más favorable para los productos del campo, entre ellos el trigo, del que Vizcaya se abastecía en Burgos.




    Es de sobra conocido que el nacionalismo hubo de esperar hasta el mes de septiembre de 1936, ya iniciada la guerra civil, para que las Cortes españolas aprobaran el Estatuto Vasco. Desde junio lo venían negociando en persona José Antonio Aguirre y el ministro Prieto, aquel de afilada lengua contra el Estatuto de Estella en 1931. El territorio autónomo del que Aguirre será presidente en octubre apenas sobrepasa por la guerra los límites de la provincia de Vizcaya.




    El agrio debate sobre los Estatutos en los años treinta lo envió a la desmemoria el franquismo. Cuatro décadas después publica Arbeloa un libro sobre los ya citados Estatutos republicanos, donde transcribe documentos básicos y realiza un estudio preliminar de los mismos (Arbeloa Muru, V. M., Navarra ante los Estatutos (1916-1932), ELSA, Pamplona, 1978). Han tenido que pasar casi otras cuatro décadas para que el autor publique un segundo libro, continuación y complemento del anterior. Un libro este que ha consultado, entre otras fuentes, el Fondo Diputación del Archivo General de Navarra y otros archivos municipales de la Comunidad Foral, bien que con ayuda en ciertos pueblos de secretarios municipales y personas afines al autor. Cerrados o inexistentes la mayoría de archivos de partidos y personajes de aquellos años, Arbeloa recurre con asiduidad a una fuente rica en información como los periódicos de la época, sobre todo los publicados en Pamplona. Sin ellos y su sensacionalismo no podríamos entender las filias y fobias que despertaron los Estatutos en la sociedad navarra de la época. Libro por otra parte de texto fácil en su lectura y abundantes notas a pie de página que avalan lo escrito, un tema el del Estatuto tan caro al autor y nunca del todo abandonado en los últimos años.




    Al igual que había ocurrido durante la II República, vuelven con la democracia las reivindicaciones nacionalistas pro-Estatuto. Más parecen demandas imperiosas que añoranzas de los años perdidos por el camino durante la larga dictadura que hay que rescatar. Aquel Gibraltar vaticanista de “Dios y Fueros”, de católicos votantes de la CEDA a través del partido Unión Navarra, de carlistas y nacionalistas unidos pero enfrentados, el espectro violento que nos había llegado de los años treinta “parecía” en vano que había desaparecido con el paso del tiempo y la industrialización. Ahora existía en Navarra un movimiento obrero similar al del País Vasco. La Iglesia española y la navarra con ella, tras el Vaticano II había dejado de ser referente ideológico de los nuevos partidos de la derecha navarra: UCD, PNV y UPN. Al igual que en 1931, otra Constitución, la de 1978, de nuevo marcará los pasos a seguir a toda aspiración autonomista.




    La Constitución de 1978, en la primera de sus Disposiciones Adicionales, ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales, la actualización de aquellos derechos se llevaría a cabo “en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía”. La segunda de las Disposiciones Transitorias “reconoce el derecho a completar el proceso autonómico interrumpido a aquellas comunidades que lo hubieran plebiscitado afirmativamente, por un procedimiento simplificado; se refiere obviamente a Cataluña, Galicia y el País Vasco”1




    En cuanto a la provincia foral de Navarra, el nacionalismo busca otra vez integrar Navarra en el futuro Estatuto del País Vasco, cuando sólo en las hemerotecas, olvidado y lejano, quedaba el rechazo navarro de 1932. Los Decretos-Leyes de enero de 1978 permiten que Navarra se incorpore al País Vasco, si bien dejan esa decisión en manos del pueblo navarro. La Constitución aprobada en diciembre del mismo año, a través de la Disposición Transitoria cuarta primer apartado, fija como la de 1931 el procedimiento a seguir: “En el caso de Navarra, y a efectos de la incorporación al Consejo General Vasco o al régimen autonómico vasco que le sustituya, en lugar de lo que establece el artículo 143 de la constitución, la iniciativa corresponde al Órgano Foral competente…”. Sin embargo y de acuerdo con la Disposición Adicional primera del texto constitucional, que establece el amparo y respeto de los derechos históricos de los territorios forales, Navarra elije su Parlamento Foral en abril de 1979, al que sigue un pacto entre Navarra y el Estado. Texto que permite algún tiempo después el reconocimiento de Navarra como Comunidad Foral, con personalidad propia y diferenciada, tras la firma del rey Juan Carlos I el 10 de agosto de 1982.




    El autor de este libro militaba por entonces en el PSOE navarro y fue elegido primer presidente del Parlamento Foral de Navarra en abril de 1979. Dentro de ese primer Parlamento democrático la postura de los partidos de la derecha sobre reintegración y amejoramiento del régimen foral “coincide” con la del PSOE navarro, partido que así abandona su apoyo anterior al objetivo nacionalista de incorporar Navarra al futuro Estatuto del País Vasco. La visión histórica de las relaciones entre Navarra y el País Vasco que Arbeloa había estudiado un año antes en el ya citado libro (Navarra ante los Estatutos…), lleva a preguntarnos sobre la posible influencia de su conocimiento histórico sobre los Estatutos republicanos en la deriva del PSOE navarro hacia posturas no nacionalistas.




    Quizá no todo esté dicho sobre la Transición democrática en Navarra. Por lo menos en los motivos políticos que provocaron esta segunda bifurcación del Estatuto Vasco por parte de Navarra.




    Juan Jesús Virto Ibáñez


    




    

      

        1 PANIAGUA, J. L.: España, 1978: una Constitución para el pueblo, Barcelona, Salvat, 1985, p. 60.
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    I LOS PRECEDENTES




    La cosa venía de largo. El siglo XIX fue el siglo de las guerras carlistas, especialmente en Navarra y en las Provincias Vascongadas, y uno de los lemas de los soldados de Carlos V y de Carlos VII, además de Dios, Patria y Rey, eran los Fueros. La Navarra liberal, con la ley de 16 de agosto de 1841, que tenía su raíz en la llamada ley de confirmación de Fueros, de 25 de octubre de 1839, consecuencia del Convenio de Vergara, con el que concluyó la primera guerra carlista, había llegado a satisfacer un cierto anhelo de autonomía fiscal y administrativa, mientras los liberales de las Vascongadas, más resistentes, sólo habían conseguido, por decreto de 28 de febrero de 1878, un Concierto económico, que regulaba las relaciones tributarias y financieras entre el Estado y las Provincias, tras negarse a cumplir la ley 1 de julio de 1876, que les obligaba a pagar los impuestos y prestar el servicio de las armas, como todos los españoles.




    Hasta el año 1917, el autonomismo vasco, que no consiguió arrastrar a los fueristas navarros, se movió sobre todo a impulsos del catalanismo, que en 1912 había obtenido la constitución de la Mancomunidad Catalana y avanzaba a grandes pasos hacia el Estatuto de autonomía. Al País Vasco llegará también en los dos años siguientes la que Idoia Estornés llama “la pleamar autonomista” 2.




    El Mensaje, que los presidentes de las tres Diputaciones de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, después de convocar y oír a los ayuntamientos, entregaron al rey Alfonso XIII en octubre de 1917 y, junto a los parlamentarios vascos, al presidente del Gobierno, el liberal García Prieto, de 17 de diciembre del mismo año, pedía “un amplio régimen de autonomía”, reservándose el Estado las facultades de las relaciones exteriores, Guerra, Marina, Deuda pública, Aduanas, Moneda, Pesas y Medidas, y Correos, dejando “al País libre, representado por sus organismos forales, la dirección de todos los demás servicios públicos”.




    Invitada al movimiento la Diputación Foral de Navarra, que dejó la decisión en manos del Consejo Foral Administrativo, compuesto por los ex diputados forales, sólo la minoría carlista en las dos instituciones deseó en verdad participar en el empeño autonómico de las instituciones vascas.




    En cambio, el ayuntamiento de Pamplona, con mayoría y alcalde carlistas, hizo suya, el 2 de enero de 1918, la moción de la minoría nacionalista de solicitar a las Cortes de la Nación “la reintegración de los Fueros o Derechos vascos”, acuerdo al que se adhirieron varios municipios navarros.




    En las elecciones del 24 de febrero del mismo año, la Comunión Nacionalista Vasca consiguió siete diputados y tres senadores: vizcaínos eran los senadores, y de los diputados, cinco eran asímismo vizcaínos, un guipuzcoano, y un navarro, Manuel Aranzadi, elegido tras un pacto electoral con integristas y mauristas en Pamplona. El nacionalismo vasco llegó a las Cortes con un programa “moderado”: la retrotracción jurídica del País Vasco a la situación anterior a la ley del 25 de octubre de 1839. El 16 de abril siguiente, Aranzadi reivindicó en el Congreso la identidad del pueblo vasco, solicitando la devolución de las facultades legislativas que antes tuvo y que la ley de 1839 le arrebató, para poder ponerse a la altura de la época actual, adaptándose a las circunstancias presentes, “siguiendo siempre el camino y el progreso de los tiempos”, y trabajando siempre por la unión afectiva entre todas las regiones de España, “que fue gloriosa mientras no fue centralista ni oprimió a los pueblos”.




    Tanto el diputado socialista por Bilbao, Indalecio Prieto, como el diputado carlista por Pamplona, Víctor Pradera, arremetieron contra Aranzadi, pero sobre todo contra el nacionalismo separatista vasco, contra su “amoralidad dialéctica”, que veían en su intento de engañar haciéndose pasar por meros defensores del regionalismo. Las Cortes se cerraron el 18 de julio, sin que nadie aludiera al documento entregado por las Diputaciones y los parlamentarios de las tres provincias vascas.




    Fruto principal del I Congreso de Estudios Vascos, celebrado en los primeros días de septiembre de 1918 en Oñate, al que asistió el rey Alfonso XIII, fue la Sociedad de Estudios Vascos-Eusko Ikaskuntza. Bajo la presidencia del abogado carlista guipuzcoano, Julián Elorza, diputado provincial (1911-1919) y presidente de la Diputación de Guipúzcoa (1919-1924 y 1930), promoverá, aun dentro de la misma Dictadura de Primo de Rivera, los principales acontecimientos en pro de la cultura vasca: academia de la lengua, congresos, asambleas, cursos, revistas…




    La reapertura de las Cortes en el otoño de 1918 coincidió con el tratado de paz entre Rusia y Finlandia y con los últimos días del Imperio Austro-Húngaro. Checos, polacos y croatas proclamaron su independencia, mientras Hungría se separaba de Austria ante el asombro de Europa.




    El 25 de octubre, los parlamentarios nacionalistas vascos enviaron un telegrama al presidente de los Estados Unidos de América, Wilson, pidiéndole que continuara su defensa de todas las nacionalidades del mundo, a la vez que la dirección de la Comunión Nacionalista Vasca glosaba los 14 puntos de la doctrina wilsoniana y el ayuntamiento de Bilbao, con el nacionalista vasco Mario de Arana a la cabeza, nombrado por real decreto, pedía la derogación de la ley de 1839.




    Por otra parte, el ideólogo de la Comunión Nacionalista, Engracio de Aranzadi (“Kiskitza”), autor del libro La Nación Vasca, publicado ese año, prontuario del nacionalismo de tradición romántica, distinguía netamente “nacionalismo” de “independencia”:




    “El nacionalismo ¿es libertad? El nacionalismo ¿es independencia? La raza constituye, como vimos, el alma de la nacionalidad. La sustancia nacional está en la raza. Luego no es la independencia factor de la nacionalidad. El derecho a la vida propia, he ahí, repetimos, el principio de la nacionalidad. Lo sustancial es esto. Lo demás debe ser perseguido justicieramente, en cuanto conviene a la subsistencia de la nacionalidad, debe ser combatido en cuanto se opone a esto”.




    En la declaración política del XI congreso del Partido Socialista Obrero Español (octubre, 1918), éste manifestaba su deseo de que la futura Nación española fuera una




    “confederación republicana de las nacionalidades ibéricas, reconociéndolas a medida que vayan demostrando indudablemente un desarrollo suficiente, y siempre sobre la base de que su libertad no entrañe para sus ciudadanos merma alguna de sus derechos individuales ya establecidos en España, y de aquéllos que son patrimonio de todo pueblo civilizado”.




    El 7 de noviembre, los parlamentarios de la Comunión Nacionalista Vasca presentaron en las Cortes un proyecto de ley, solicitando la reintegración foral seguida de una apertura de un período constituyente para las cuatro provincias vascas.




    El ayuntamiento de Pamplona, siguiendo el ejemplo de la Diputación de Vizcaya, acordaba de nuevo, en la sesión del día 13, con un solo voto en contra, reclamar, además de “una amplia autonomía” para Navarra, la derogación de la ley de 1839, dando así comienzo a un movimiento municipalista bajo la dirección de la “Junta gestora pro reintegración foral”, compuesta por los concejales de los siete partidos firmantes de la moción, rogando al mismo tiempo a la Diputación que reclamase al Gobierno de la Nación los mismos objetivos. La petición del ayuntamiento pamplonés la aprobaron, con unas u otras variantes, 206 ayuntamientos de los 269 existentes en Navarra.




    Prosiguieron los políticos catalanes sus reivindicaciones autonómicas, y en la villa foral de Tolosa (Guipúzcoa) se celebró, el 1 de diciembre, una vibrante asamblea, en la que sólo faltaron los socialistas, para exigir lo solicitado en el Mensaje de 1917. El integrista Ignacio Pérez Arregui, vicepresidente de la Diputación, y el carlista Julián Elorza, presidente de la misma, ambos naturales de Azpeitia, fueron los hombres del día.




    Poco después, caía el Gobierno García Prieto, y se ponía al frente del nuevo y débil gabinete el también liberal conde de Romanones, quien, por decreto del día 18, creaba una comisión extraparlamentaria que preparase un anteproyecto de ley sobre régimen autonómico para presentarlo a las Cortes.




    El día 7 del mismo mes, por iniciativa del diputado foral carlista por la Merindad de Estella, que pedía también la derogación de la ley de 1839, la Diputación Foral de Navarra, presidida por el liberal romanonista Antonio Baztán, había convocado para el siguiente día 30 una asamblea, representativa de todo el pueblo navarro, a fin de llegar a una decisión definitiva3. Compuesta por los representantes de los ayuntamientos, convidados de piedra; diputados y ex diputados, senadores y ex senadores, diputados y ex diputados forales, toman la palabra algunos de estos prohombres para decir casi lo mismo, aunque con matices diferentes, lo que lleva a menudo a la confusión.




    Más claro aparece el fondo del asunto en la agria polémica mantenida en la misma asamblea por los diputados navarros a Cortes, el carlista Víctor Pradera y el comunionista nacionalista vasco, Manuel Aranzadi. Mientras éste hace suya en lo sustancial la propuesta del Ayuntamiento de Pamplona4, que llevó Martínez Alsúa al seno de la Diputación Foral: la derogación de la ley de 1839 y la unión con España establecida en los “pactos de incorporación”, “vínculo voluntario, único jurídico”, la fórmula de Pradera es que la Diputación Foral haga presente al Gobierno de la Nación que Navarra reitera una vez más, “partiendo del régimen jurídico actual”, el propósito de “restaurar, sin quebranto de la unidad de España, la integridad de sus facultades forales, con derogación de todas las leyes y disposiciones que a ellas se opongan, manteniendo las especiales características de este antiguo Reino adaptadas a las actuales necesidades y conveniencias de Navarra y armonizadas con las facultades del Estado español en las materias propias de éste”.




    La propuesta de Pradera venía avalada por 25 firmas de diputados y ex diputados, senadores y ex senadores, diputados y ex diputados forales: carlistas, conservadores, liberales e independientes, entre ellos, fueristas como los carlistas Joaquín Beunza y el conde de Rodezno, el maurista Pedro Uranga y el liberal Lorenzo Oroz.




    La propuesta de los 25, en su apartado 2º, pedía asímismo que la Diputación estudiase y propusiese concretamente en su día las bases del nuevo régimen. La Comisión designada, compuesta por cuatro juristas foralistas -Félix Amorena, Beunza, Oroz y Uranga- se puso a la tarea, pero pronto quedó en agua de borrajas.




    El conde de Romanones llevó adelante su empeño, “el intento más serio que Gobierno alguno haya hecho por la autonomía”, al decir del romanonista vasco José Antonio Orueta5. En el Estatuto vasco, redactado por la Subcomisión -Manuel Senante, diputado integrista por Azpeitia; Pedro Chalbaud, comunionista nacionalista vasco, senador por Vizcaya, y el susodicho Orueta, diputado foral por Tolosa-, se pedía la reintegración foral con la derogación de las leyes de 1837 y 1839, “dentro de la unidad de la nación española”, y un amplio número de facultades, como la enseñanza, orden público, justicia y hasta la fuerza pública, salvo en caso de guerra. Aunque la mayoría de la Comisión extraparlamentaria no estuvo de acuerdo con el trabajo de la Subcomisión, el Gobierno Romanones presentó un proyecto de autonomía y la Comisión parlamentaria nombrada para su estudio oyó a las tres Diputaciones vascas, que mostraron su preferencia por el trabajo de la Subcomisión. La Comisión parlamentaria, con Alcalá Zamora como ponente, redactó su informe, que recogió buena parte de las aspiraciones de aquélla. “En ningún momento, desde 1876 hasta entonces -escribe Orueta-, ni durante muchos años después, ha estado nuestro País más cerca de tener una autonomía que en aquél. (…) Fue casi un hecho”.




    La oposición de la derecha monárquica en el País Vasco, y de la Lliga Regionalista, que presenta su propio Estatuto en las Cortes, así como el empeoramiento de la cuestión social, con la huelga de “La Canadiense” en Barcelona, hacen difícil el acuerdo. Al acabar ésta, en abril de 1919, dimite el Gobierno Romanones, y la campaña autonómica nacional desaparece con él.




    En el III congreso de la Sociedad de Estudios Vascos, celebrado en Guernica en septiembre de 1922 sobre la lengua vasca, se acordó convocar en Vitoria, dos años más tarde, un congreso sobre la autonomía política del País. El programa publicado poco después es una lista de ponencias que estudiarán el desarrollo y la aplicación del texto de la Subcomisión extraparlamentaria, que sigue siendo el texto base de todos los autonomistas vascos. La Diputación Foral de Navarra, que en enero de ese mismo año había creado varias cátedras de lengua vasca y una de historia del territorio foral, se abstuvo de pronunciarse sobre el congreso, pero aceptó en principio las líneas del mismo y confió en la junta directiva de la Sociedad de Estudios Vascos y en los vocales navarros de su Junta Permanente. Los seis vocales, cuatro nacionalistas vascos y dos carlistas, aceptaron el programa, pero dejando claro que salvaban “el estado actual” del derecho privativo y diferente de Navarra -es decir, la ley de 1841-, sin renunciar ni ceder “ninguno de sus actuales ni posibles derechos”, dentro de la autonomía de todo el País Vasco.




    El golpe de Estado de Primo de Rivera, el 3 de septiembre de 1923 obligó a postergar el congreso. Los presidentes de las cuatro Diputaciones, reunidos el 24 de ese mismo mes, decidieron visitar al general por separado y defender los regímenes jurídicos existentes en sus provincias. Pero cuando, tres das más tarde, reciben la invitación del Directorio para que le envíen un memorial que recoja las aspiraciones del País Vasco, las tres Diputaciones Vacongadas acuerdan redactar cada uno el suyo y concertar después el definitivo que presentar al nuevo Poder político.




    En el complejo período de la Dictadura, con sus ideas y venidas, sus acercamientos y alejamientos, sus favores y represiones, el Estatuto Municipal y Provincial, el Concierto con las Vascongadas (1926) y el Convenio con Navarra (1927), para lo que contó siempre con la asesoría política de Víctor Pradera, merece destacarse la actitud y actuación de la Diputación de Guipúzcoa, que, al menos hasta la dimisión del presidente Elorza, fue el paladín de la cuestión autonómica, incluso por encima de la Sociedad de Estudios Vascos, institución apolítica y con menos capacidad de iniciativa.




    A los tres meses del encargo, el incansable Pérez Arregui, con la colaboración de Elorza y del maurista César Balmaseda, había preparado una Memoria, que recogiendo la doctrina medular del Mensaje de 1917 y de la Subcomisión extraparlamentaria, vuelve a pedir “la restauración foral íntegra que Vasconia pide y pedirá, mientras alienten en su suelo pechos vascongados”, o la organización regional con mucho mayor autonomía que la que disfrutan ahora, resumida en once bases. En cuanto a Navarra, ausente casi siempre de las iniciativas comunes vascas, las “innegables” relaciones en el orden histórico y en el aspecto sentimental con las Provincias Vascongadas, les hace creer que nada se opone a que pueda constituirse




    “la Región Vasco-Navarra, dentro de la que el antiguo Reino conservaría, como cada una de estas provincias, lo que es peculiar y privativo suyo, y llevaría a la Región, como aquéllas, lo que estimase conveniente o necesario”.




    Pero el más profundo respeto a los criterios y propósitos que pueda tener la Diputación Foral navarra les ha vedado “aún la mera inducción” a que se incorpore a sus planes y demandas.




    “Mas ello no ha de ser óbice a que conste, sinceramente expresado, nuestro vivo deseo de que comparta nuestros puntos de vista y soluciones, sellando, una vez más, la fraternidad Vasco-Navarra”.




    La Memoria encontró la oposición frontal de la Diputación de Vizcaya, dominada en ese momento por la Liga Monárquica, baluarte del antiautonomismo, por lo que no fue posible enviar al Directorio una respuesta común de las Provincias Vascongadas. Sólo a finales de 1924, cuando el dictador abandonó su idea de crear regiones fuertes por regenerar las provincias, la Diputación guipuzcoana le remitió un texto con importantes modificaciones.




    La Sociedad de Estudios Vascos y la Autonomía




    Terminada la Dictadura, con la dimisión de Primo de Rivera, ya enfermo, el 28 de enero de 1930, la pleamar autonomista anterior, retenida durante el septenio, volverá con mayor fuerza al País Vasco, aprovechando la transición abierta por el siguiente Gobierno del general Berenguer. La Comisión de Autonomía, presidida por el presidente de la misma Sociedad, Elorza -de nuevo presidente de la Diputación guipuzcoana-, y compuesta por seis vocales, lanza en julio de ese año un llamamiento autonomista y hace una consulta sobre el modelo de una autonomía vasca entre políticos -elegidos por el voto anterior a 1923-, directores de periódicos, intelectuales, industriales, tecnócratas… Son 20 alaveses, 31 guipuzcoanos, 39 navarros, 62 vizcaínos y 1 labortano6.




    En el Congreso de Vergara (31.VIII - 8.IX de 1930), dedicado al “Arte popular vasco” y celebrado con toda la pompa de las tradicionales celebraciones vascas, los redactores del Informe, que estudiaron las respuestas de los encuestados, analizaron el alcance de las normas del llamamiento autonomista, las coincidencias deducidas de la información, las consideraciones críticas, los problemas derivados de las mismas, y presentaron el proyecto de acuerdo: la redacción de un “Estatuto Vasco en forma de anteproyecto” y la ampliación de la Comisión de Autonomía de la Sociedad de Estudios Vascos con otros miembros de la Comisión de la Junta Permanente y de fuera de la misma señalados por ella, “que sean procedentes de las cuatro regiones vascas”. Reunida la Junta Permanente el último día del Congreso, examinó el Informe y le dio su conformidad. Con lo cual se aprobó una Declaración pública, que puede ser considerada el acta de nacimiento de lo que será el anteproyecto de Estatuto de la Sociedad de Estudios Vascos. Después de afirmar la competencia de la Sociedad para estudiar el tema de la reintegración foral o el de una mayor autonomía, así como el del contenido de las instituciones forales, la Junta Permanente llega a la conclusión:




    “Que tales estudios deben encaminarse sobre la base de la Reintegración foral, o de la aplicación del Art. 2º de la Ley de 25 de Octubre de 1839, ateniéndose al ejercicio del derecho de negociación que dicho precepto establece y reconoce para Álava, Gipúzcoa, Vizcaya y Navarra, y que en cuanto a ésta supondría una revisión de la Ley de 16 de Agosto de 1841”.




    Acuerda asimismo la Junta Permanente de la Sociedad de Estudios Vascos que los estudios autonómico-forales se continúen por una Comisión compuesta por su primer presidente, Julián Elorza, y por los vocales, José Antonio Orueta, vicepresidente primero de la Sociedad desde 1930, sustituyendo al carlista Julio Urquijo, y miembro de su Junta Permanente desde su creación; Eduardo Landeta, economista, que formó parte de la misma Permanente desde 1918 a 1924 y desde 1926 a 1932; Manuel Chalbaud, economista y empresario, de la primera Comisión de Autonomía en 1919; Francisco Basterrechea, jurista, miembro de la Sociedad de Estudios Vascos desde 1921 (éstos tres últimos, nacionalistas vascos); el sacerdote y filósofo Juan Zaragüeta, de la Junta Permanente desde 1920, y el jurista Bonifacio Echegaray, socio desde 1920, secretario de la Sala de lo Criminal del Tribunal Supero. La Comisión deberá ser ampliada designando ella misma nuevas personalidades de fuera de la Junta.




    En cumplimiento del acuerdo adoptado en el congreso, dicha Comisión invitó a formar parte de ella a los navarros Rafael Aizpún, propietario y abogado foralista; tras su paso por el maurismo, estuvo entre los fundadores del Partido Social Popular; socio de la Sociedad de Estudios Vascos desde 1920. Joaquín Beunza, abogado y asesor jurídico de la Diputación Foral de Navarra; militante jaimista, fue concejal y teniente de alcalde del Ayuntamiento de Pamplona, cuatro veces diputado foral; hijo predilecto de Navarra (1927) tras la negociación del Convenio, en la que participó como asesor; miembro fundador de la Sociedad de Estudios Vascos. Santiago Cunchillos, abogado administrativista, secretario de la Diputación Foral de Navarra de 1909 a 1913, y después asesor jurídico de la misma; concejal nacionalista vasco del Ayuntamiento de Pamplona de 1918 a 1923, al que volvió tras la caída de la Dictadura hasta el 14 de abril de 1931; fue uno de los iniciadores del Partido Nacionalista Vasco en Navarra, candidato sin suerte a diputado a Cortes en 1918 y presidente del Napar Buru Batzar, de 1921 a 1923; miembro fundador de la Sociedad de Estudios Vascos y de su Junta Permanente, de 1918 a 1922. Serapio Huici, ingeniero de caminos, industrial y fundador de empresas industriales, como Cementos Portland; fundador-director de empresas editoriales, como Espasa-Calpe; especialista en arte, conferenciante y escritor; consejero del diario El Sol; miembro de la Sociedad de Estudios Vascos desde 1920, y de su Junta Permanente de 1930 a 1931. Luis Oroz Zabaleta, abogado; en 1916 fue vocal de la junta directiva del Centro Vasco de Pamplona; secretario de la Diputación Foral de Navarra desde 1921; autor de Legislación administrativa de Navarra, desde 1917 hasta 1952; y Miguel Gortari, ingeniero agrónomo; director de estadística y catastro de la Diputación Foral de Navarra; asesor de la Diputación en las negociaciones del Convenio de 19217; miembro de la Sociedad de Estudios Vascos desde 1920, cuando participó en su II Congreso7.




    El más generoso entre los navarros se mostró Luis Oroz, secretario de la Diputación Foral que ofrece su “colaboración total”, mientras que Aizpún adelanta humildoso que su colaboración “nada habrá de sumar a las iniciativas y soluciones” de la Comisión”8.




    Los miembros elegidos reuniéronse por vez primera el 4 de enero de 1931. Debatieron los fines, los objetivos y los procedimientos del estudio propuesto por la Comisión. Alguien habló incluso de una futura Federación. Varios miembros navarros - Beunza y Oroz, junto con Elorza- mostraron su preferencia porque el estudio se hiciera “por regiones”. El abogado republicano bilbaíno Ramón de Madariaga era partidario de la creación de cuatro secciones -Estudios Históricos, Derecho, Lengua - Cultura, y Economía. A la vez que estos estudios de carácter especulativo, podrían prepararse por la Comisión las bases en orden a la redacción del Estatuto de Autonomía para cada uno de los cuatro territorios, y “la creación de un organismo común que habría de asumir la representación de todo el País Vasco”, a cuyo fin convendría crear cuatro Subcomisiones, una por cada una de las cuatro provincias, con los miembros de la Comisión residentes en ellas.




    Fueron aprobadas estas propuestas y, además, la de Aizpún, que pidió limitar el estudio previo de las Comisiones a dos puntos: “1. Cómo se hallaban constituidos los organismos forales representativos de Álava, Guipúzcoa, Navarra y Vizcaya en el año 1837; 2. Modo de constituirlos en los momentos actuales teniendo en cuenta los antecedentes históricos y la realidad presente”.




    La Subcomisión navarra quedó constituida por los señores Aizpún, Beunza, Cunchillos, Gortari y Oroz; éste último como responsable del grupo. Cada una de estas Subcomisiones podía consultar a su vez o integrar en el grupo de trabajo a otras personalidades adecuadas de la provincia9.




    Durante los primeros meses de 1931, el tema autonómico está en todas las mentes y en todos los medios de opinión: en forma de estatuto, reintegración foral, nuevo pacto con el Estado, república federal, nacionalismo, separatismo…




    La Subcomisión vizcaína, de mayoría nacionalista -Arana, Basterrechea, Careaga, Chalbaud y Madariaga-, trabajó con entusiasmo y se rodeó de muchos colaboradores. Los miembros vizcaínos de la Comisión prepararon las bases del “organismo común que habría de asumir la representación de todo el País Vasco”. Pidieron ayuda al navarro Luis Oroz y eligieron como modelo del futuro “organismo común” el Consejo Foral Administrativo de Navarra, creado por la Diputación Foral el 16 de julio de 1898, y modificado y ampliado en 1901 y en 1926. Preparó todo un proyecto de Estatuto de Autonomía Vasca el historiador vizcaíno Ángel de Zabala Ozámiz-Tremoya, fundador con los hermanos Arana del nuevo Partido Nacionalista Vasco, sucesor de Sabino y presidente del Bizkaia Buru Biltzar hasta su retirada en 1909, presidente en 1921 del PNV escindido (“aberrianos”), frente a la Comunión Nacionalista Vasca, y reunificado con la facción de Luis Arana, la más radicalmente independentista.




    La Subcomisión celebra su tercera reunión el 25 de marzo. En la Declaración previa de Autonomía del País Vasco incluyen un artículo primero del posible Estatuto o Ley de la Autonomía Vasca, “como principio informador de la respuesta que ha de darse a la segunda pregunta del cuestionario formado por la Sociedad de Estudios Vascos”, y que reza así:




    “Se declara que el País Vasco, integrado por las actuales Provincias de Álava, Guipúzcoa, Vizcaya y Navarra, constituye una entidad natural y jurídica con personalidad política propia y se le reconoce como tal el derecho a constituirse y regirse por sí mismo como organismo autónomo dentro de la totalidad del Estado Español con el que vivirá articulado conforme a las normas de la Ley de relaciones que se concierte”.




    Cada una de las Provincias se constituirá y regirá a su vez autonómicamente dentro de la unidad del País Vasco. Sobre la base de este principio fundamental, los organismos representativos del País Vasco podrían ser en Vizcaya las Juntas Generales o Asamblea legislativa, la Diputación o Gobierno ejecutivo, y la Judicatura o cuerpo jurídico foral. Como “superior jerárquico” sobre estos organismos, se creará el Consejo General del País Vasco, encargado de representar la totalidad de éste, con 12 representantes de Álava, 20 de Guipúzcoa, 24 de Navarra y 28 de Vizcaya10.




    Darío de Areitio, abogado, archivero y bibliotecario, miembro fundador de la Sociedad de Estudios Vascos, observó que el Pueblo Vasco no había cuajado en la historia en una unidad política, pero se le aclaró que no se formulaba la Declaración en nombre de esa unidad política, “sino en nombre de la unidad biológica, étnica y espiritual vasca y de su voluntad actual para constituirse en dicha forma”. Y se pidió el mismo número de representantes por cada una de las Provincias. Con esta modificación se aprobó la Declaración por unanimidad11.




    Apenas si sabemos algo de la Subcomisión guipuzcoana. Y nada sobre la de Álava. Informa a finales de marzo el responsable de la navarra, Luis Oroz, que, debido a diferentes circunstancias personales de los miembros de la Comisión, no ha podido ésta preparar todavía la labor encomendada, y que para llevarla a cabo necesitan un mes aproximadamente12.




    La Sociedad de Estudios Vascos instó al navarro Luis Oroz y al alavés José Gabriel Guinea13 a que activaran los trabajos, pero la campaña electoral municipal y la llegada del nuevo régimen ocuparon a muchos de los miembros de la comisión y de las subcomisiones durante las siguientes semanas14.




    Diputaciones y ayuntamientos se mueven




    La Diputación Foral de Navarra, elegida por aclamación de los ayuntamientos elegidos por la Dictadura de Primo de Rivera, fue destituida por decreto del Gobierno del general Berenguer, el día 24 de febrero de 1930, unos días después que el resto de las Diputaciones españolas. Sirvió de poco la protesta oficial de la Diputación destituida. El decreto preveía que la nueva corporación se constituyera con ex diputados forales elegidos democráticamente desde 1913 a 1923, ordenados de mayor a menor número de votos recibidos.




    Tras remontar no pocas dificultades, entre ellas varias dimisiones de diputados que habían negociado el Convenio Económico con la Dictadura en 1927, la Corporación queda definitivamente constituida el 17 de marzo, siendo su vicepresidente el veterano político liberal, Joaquín María Gastón, por Pamplona, como vocal decano. Le acompañan los diputados Ramón Lasantas, liberal, por Tudela; Ignacio Baleztena, carlista, por Pamplona; Javier Sanz, carlista, por Sangüesa; José María Badarán, liberal, por Tafalla, y Manuel Irujo, el primer nacionalista vasco (Comunión Nacionalista Vasca) llegado a la Diputación en 192115. No asiste el segundo diputado por Estella, el liberal José María Modet, uno de los dimitidos, pero a quien el gobierno Berenguer no le admite la dimisión. El mandato de la nueva corporación estará vigente hasta el 25 de abril de 1931.




    En la toma de posesión, Irujo añade tras el acto ritual del juramento: “El programa político que yo traigo es la reintegración foral plena, con anulación de la Ley de 25 de octubre de 1839, derogatoria de los Fueros Vascos y de cuantas disposiciones, anteriores o posteriores, hayan concurrido a aquel hecho. Recabo para Navarra y las restantes regiones del País Vasco la vuelta al estado de Derecho anterior a la promulgación de aquellas leyes abolitorias”. Baleztena se adhiere a lo dicho por su colega16.




    Mientras tanto las nuevas Diputaciones Vascongadas inician las gestiones para conseguir el “derecho a ser oídas”, eliminado del Concierto Económico de 192617. El ultimátum de las instituciones forales, obligadas a presentar la dimisión colectiva, en diciembre de 1930, si no se les satisface la demanda, abre una campaña de adhesiones a las que se suma la Sociedad de Estudios Vascos y muchos ayuntamientos vascongados.




    Dos concejales bilbaínos, Alayo y Anasagasti, solicitan, el 24 de diciembre, la convocatoria en Guernica de una asamblea de Diputaciones y ayuntamientos de la cuatro provincias “a fin de pedir la inmediata reintegración de la totalidad de los Fueros”, pidiendo a la vez se invite “al Señor de Vizcaya”, y que no sean invitados quienes no sean “hijos del noble Solar”.




    En sesión del 2 de marzo siguiente el alcalde bilbaíno, el conservador monárquico Adolfo González de Careaga, miembro de la Comisión autonómica de la Sociedad de Estudios Vascos, amén de invitar a toda la Provincia a dirigirse al Gobierno de la Nación para que se tengan en cuenta “las aspiraciones, sentimientos y derechos de Vasconia”, decide trasladar la moción de los dos concejales a la Sociedad de Estudios Vascos, por vaga e imprecisa, ya que “sería preciso concretar las aspiraciones vascas, al igual que lo ha hecho Cataluña”.




    La declaración autonomista del Gobierno del almirante Aznar, el 19 de febrero de 1931, alude a la Comisión extraparlamentaria (1918-1919), nombrada por el Gobierno de Romanones, con el fin de elaborar un proyecto de ley sobre autonomías.




    El alcalde y ayuntamiento de la villa foral de Tolosa, sede de la asamblea autonomista guipuzcoana en 1918, se apresuran a pedir al presidente de la Diputación Foral de Guipúzcoa, “si no ya el Fuero venerado y venerable en toda su integridad”, sí la libertad para el gobierno de Vasconia, por el propio País; “libertad para exigir el pase a toda disposición con fuerza de obligar, que no proceda del gobierno autónomo...”. Y ruegan al diputado general haga lo posible por que el Gobierno de la Nación escuche a los miembros de aquella Comisión extraparlamentaria.




    Al de Tolosa siguen otras solicitudes de las corporaciones de Vergara, Mondragón, Isasondo, Azpeitia… La prensa airea el rumor de que el Gobierno de la Nación piensa someter a las futuras Cortes el Estatuto Catalán y el Estatuto Vasco elaborados por aquella Comisión, e informados por la Comisión del Congreso presidida por Alcalá Zamora, ahora líder republicano.




    El día 27 de febrero, dos mociones se presentan en el ayuntamiento de San Sebastián: una pidiendo “la reintegración foral o el régimen autonómico apropiado”, y otra solicitando “se reconozca que Guipúzcoa fue un Estado y, como tal debe volver a serlo y sin perder su autonomía en lo que es peculiar y propio, continuará asociado al Estado español”.




    El ayuntamiento de Irún se dirige, el 4 de marzo, al de San Sebastián a fin de que convoque una asamblea de ayuntamientos guipuzcoanos que trace la línea de actuación común, apta para conseguir “la reintegración de nuestras antiguas libertades en colaboración fraternal con las demás corporaciones y entidades del país”.




    El 5 del mismo mes, la Diputación de Guipúzcoa convoca a su Comisión de Fueros, compuesta por los presidentes de las Comisiones internas, más los diputados provinciales que entre 1917 y 1923 se destacaron en este campo, en orden a elaborar una ponencia, escuchando a la Sociedad de Estudios Vascos y a elementos representativos. La ponencia se presentaría ante una asamblea general, sometiendo después su decisión a las Diputaciones, que debieran elevarla al Gobierno de la Nación.




    Todos parecen ir al unísono. Un día más tarde, el ayuntamiento de Vitoria, presidido, como sabemos, por el integrista José Gabriel de Guinea, responsable de la Subcomisión alavesa de Autonomía, se dirige casi en los mismos términos a la Diputación de Álava.




    Los ex diputados forales que integran las Diputaciones Forales de las Vascongadas, que vivieron de cerca el movimiento autonomista de los años 1917-1923, por muy provisionales que se sientan, y tal vez por eso mismo, son, como se ve, mucho más sensibles a la cuestión autonómico-foral que los diputados forales a quienes han sustituido, criaturas de la Dictadura primorriverista. Y han conseguido a la vez animar, si no arrastrar, en su decidida carrera a muchos alcaldes de real orden, que ven venir tiempos nuevos y quieren ser fieles al sentir general de sus ciudadanos.




    Cuatro de los cinco miembros de la Subcomisión navarra estaban metidos de hoz y coz en la campaña electoral ante las elecciones municipales convocadas por el Gobierno Aznar18.




    Las tres candidaturas




    La candidatura “antirrevolucionaria” para el ayuntamiento de Pamplona apareció a comienzos de abril. Ésta y otras parecidas formadas en toda la región, como las de Estella o Tafalla, fueron preparadas por carlistas jaimistas; integristas; liberales dinásticos y católicos independientes, como Aizpún y Gortari. Estaban patrocinadas por el órgano jaimista El Pensamiento Navarro (EPN), el único diario sometido a censura eclesiástica, dirigido desde septiembre de 1930 por Francisco Marquínez, hasta entonces director de Heraldo Alavés y antiguo director del diario carlista El Eco de Álava, con una tirada media de 2.000 ejemplares19; por el independiente conservador Diario de Navarra (DN), dirigido por Raimundo García20, que editaba 13.000 ejemplares21; por el liberal alfonsino El Pueblo Navarro -que terminó sus días el 15 de abril-, dirigido por el monárquico liberal Francisco Javier Arvizu, último alcalde monárquico de Pamplona y candidato en la primera lista antirrevolucionaria, pasando de 3.800 ejemplares en 1929 a 1.400 en sus últimos meses22, y por el integrista La Tradición Navarra (LTN), con una tirada de 900 ejemplares23, dirigido por Fermín Istúriz -vicepresidente de la Junta Regional Integrista y concejal de Pamplona durante la Dictadura-, que desapareció, año y medio más tarde, tras ser suspendido con motivo de la sanjurjada. La candidatura católico-fuerista incluía 18 jaimistas, dos liberales, un integrista y cinco independientes.




    Las candidaturas homólogas en el resto de Navarra llevaban nombres como Antirrevolucionaria; Monárquica; Monárquica Antirrevolucionaria; Bloque Católico; Bloque de Orden; Candidatura del Orden, o de la Paz, o de Libertad de Trabajo; Independiente; Derechas; Católico Social Agraria; Caja Rural Católica, etc.




    La cuestión autonómica estuvo ausente de la propaganda electoral de los antirrevolucionarios navarros. El lema “Religión, Familia, Propiedad” presidió la campaña, dirigida a condenar la Revolución y a rechazar la República, que traería la primera. Frente a los nacionalistas vascos, a los que se les acusa de hacer el juego al enemigo, por ir en candidatura separada, se les reprocha también el hacer del Fuero “escudo de intenciones oblicuas”, porque saben que no es al Fuero a lo que aspiran, “sino a la desintegración de España, como los Vizcaitarras y Catalanistas”, mientras ellos proclaman bien alto su “españolismo”.




    El domingo, 12 de abril24, día de las elecciones, Diario de Navarra abre su primera página con el grito movilizador que resume la campaña: “¡A votar contra la revolución que es la anarquía!”. Y en un suelto breve henchido de letras mayúsculas:




    “Es la Revolución. La Revolución con careta de República burguesa. Pero con fauces comunistas”25.




    El diario integrista La Tradición Navarra es el único que recoge íntegramente la carta pastoral del obispo de Vitoria, y ex obispo de Pamplona, Mateo Múgica, también de talante religioso-integrista, quien declara ilícito para cualquier católico favorecer con su voto a cualquier candidatura que “contenga y consigne doctrinas anticatólicas, ataques a los sagrados derechos de la Iglesia y a sus santas instituciones. Tal sucede hoy en nuestra diócesis con las coaliciones: socialista-republicana, republicano-socialista-radical, y huelga decir que con el partido comunista”.




    El Pueblo Navarro tiene que salir al paso de la permanente crítica de sus adversarios a la unión electoral antinatural de carlistas y liberales:




    “¡Algo más que la Dinastía está en litigio en los presentes momentos de nuestra España! Y por ese “algo más” -Religión, familia, propiedad, derecho... ¡vida digna y libre, en una palabra!- es por lo que todos los hombres de recta voluntad no cegados por pasiones o por odios, olvidan momentáneamente sus diferencias para salvar lo fundamental: que tiempo habrá después para discutir lo accesorio”.




    Las listas de la Conjunción republicano-socialista se publicaron a finales de marzo. La candidatura tildada de revolucionaria para el ayuntamiento de Pamplona está compuesta por 12 republicanos del Partido Republicano Autónomo, por 5 socialistas y 1 ugetista. Los dirigentes de la nueva Conjunción no nos dejaron testimonio escrito sobre los términos del acuerdo y sobre los motivos del mismo. El semanario pamplonés La República, órgano del Partido Republicano Autónomo, fundado en abril de 1930 y dirigido por el concejal republicano Emilio Salvatierra, daba a conocer un manifiesto, en el que, tras declarar que las próximas elecciones tienen “una significación política hondamente revolucionaria”, se aclara:




    “No buscamos una revolución sangrienta.(...) La revolución que nosotros anhelamos trata precisamente de extirpar, con el imperio de la sana razón, los vicios seculares de la política española, y de construir una nuevo Estado más justo y equitativo que el actual”.




    El manifiesto recuerda el daño que la Dictadura hizo a los Fueros, “precisamente porque los Fueros son libertades” y arremete contra sus enemigos políticos, “eternos caciques y mangoneadores”, que los quieren presentar como “revolucionarios y enemigos de la Religión, de la Patria, del orden y de la propiedad”, reservando sus pullas más recias contra “los egoístas tiranuelos de la `Sinagoga´ llamada Diario de Navarra, defensor de la Dictadura...”.




    Unos días más tarde, resume el programa de la Conjunción en la supresión de algunos impuestos antihumanos y onerosos, en la rebaja gradual de tributos, oposición a los derroches y supresión de gastos representativos. Y pocas horas antes de la votación, he aquí lo que el voto a la Conjunción republicano-socialista significaba para el mismo semanario:




    “La repudiación de las tres dictaduras. El paso a un régimen francamente liberal. La honestidad y austeridad del Ayuntamiento. La protesta contra `Diario de Navarra´”.




    Las constantes de la propaganda conjuncionista en toda Navarra siguen siendo la crítica a la Dictadura de Primo de Rivera, aunque ciertos candidatos no hubieran movido un dedo en contra; la petición de amnistía para militares y paisanos condenados durante los siete años ominosos; el rechazo a la Monarquía y el entusiasmo por la República que anuncian inminente; la recuperación de las corralizas en algunos pueblos de la Ribera, y la crítica a la Iglesia, especialmente en los oradores socialistas.




    Republicanos y socialistas, solos o en conjunción como en Pamplona, acuden a las urnas en una treintena de municipios, de los 269 existentes entonces en Navarra. Sus candidaturas llevan títulos como Republicano-Socialista; Unión Republicana; Socialista; Comunera; Centro Obrero de Jornaleros; Izquierdista; Fraternidad Obrera; Centro Agrario; UGT; Izquierdas, etc.




    Cuando la lista “Antidictatorial y Foral” para el ayuntamiento de Pamplona se hace pública el 26 de marzo, sólo tiene 15 nombres, para 29 concejales, dadas las dificultades habidas para su elaboración. La componen 9 nacionalistas vascos, los 3 ex-carlistas que integran ahora la minúscula Acción Jaimista (AJ)26, y otros tantos independientes.




    En las tres listas que se presentan en la capital navarra el número de obreros es mínimo: en la tercera ni siquiera hay uno solo. Y en las tres la gran mayoría la forman los comerciantes, los industriales y las profesionales llamadas liberales.




    Pamplona es uno de los pocos municipios donde el nacionalismo vasco se presenta a cara descubierta. En marzo de 1921, poco antes de constituirse en la capital navarra la Alianza Foral entre carlistas y nacionalistas vascos, el ayuntamiento pamplonés quedó compuesto por 11 jaimistas, 8 nacionalistas, 2 mauristas, un republicano y un integrista. Fue el momento más dulce para el nacionalismo vasco, que rentabilizó bien, tanto en las elecciones municipales como en las generales a Cortes, desde 1918 a 1923, la alianza, formal o tácita, primero con el integrismo y el maurismo, y después con el carlismo, la fuerza hegemónica entonces en Navarra. El segundo punto del manifiesto de la Alianza Foral, en junio de 1921, incluye la




    “reintegración foral plena y, en ese sentido, la restauración, como punto de partida, en todo su vigor y eficiencia iniciales, del pacto de 1841, para llegar a la derogación de la nefasta y tiránica ley de 25 de octubre de 1839 que aniquiló la soberanía de Navarra”.




    Diez años más tarde, la candidatura nacionalista vasca se centra, como su nombre indica, por un lado, en denostar a la Dictadura primorriverista y a varios de sus colaboradores, miembros o promotores de la candidatura antirrevolucionaria. El diario nacionalista La Voz de Navarra (LVN), con una tirada media de 3.600 ejemplares27, dedica buena parte de su campaña a ese objetivo:




    “La candidatura llamada antirrevolucionaria no es, en verdad, más que candidatura antinavarra, antivasca y, sobre todo, antinacionalista. Es la que han preparado los aspirantes a actas desde la tertulia de `Diario de Navarra´ para salvarse, además, de las responsabilidades contraídas durante la Dictadura”28.




    Y por otro lado, los oradores de la campaña nacionalista no pierden nunca de vista el fin primordial del nacionalismo vasco -que en Navarra fue siempre mucho más “comunionista” que “aberriano”-: “la reintegración foral plena para Navarra”, el lema primordial, y ahora mismo, como marco propicio y apoyo indirecto, “el régimen federal para España”, aunque una y otra vez, en ocasiones, hagan gala de indiferencia ante el cambio de régimen, como cosa que les llegara de lejos, les afectara más bien poco, como nacionalistas vascos que son y sólo nacionalistas vascos, y les distrajera de lo esencial, del Fuero, que es para ellos “el verdadero nacionalismo”.




    Merece la pena demorarnos un poco en la lección de filosofía de la historia que tiene interiorizada el nacionalismo vasco acerca de la suya propia; una visión idílica y al mismo tiempo trágica, agónica, si se quiere, de su propia existencia, entendida como un vivir desviviéndose en medio del peligro, del acoso, de la inminente desaparición ante pueblos exóticos, inferiores, adversarios, siempre temibles. Sólo así podremos entender muchos extremos de este trabajo.




    El resumen de esa lección, de esa visión lo imparte por aquellos días el máximo teórico del PNV, Engracio de Aranzadi, con el seudónimo habitual “Kizkitza” desde el órgano oficial del partido, bajo la significativa rúbrica: “¿Qué quiere el Nacionalismo vasco?”29. Primer pueblo del territorio que iba a ocupar en el futuro, a diferencia de los demás pueblos, “el nuestro bebe limpieza y justicia en las entrañas de la prehistoria”. En el desenvolvimiento de sus actividades, en tiempos remotos, que no se conocen, llegó nuestro pueblo a una participación de sus hijos en la formación de gobierno y a una vida de libertad política y civil, “a la que ahora mismo no se llega en los pueblos de ciudadanía más firme”. En ese ambiente de libertad, de inteligencia colectiva y de colectiva honradez, “vivió el pueblo vasco en lucha perpetua y difícil con la raza latina, deseosa de absorberlo, porque la aversión étnica con que hemos sido perseguidos se inició desde el primer contacto y faltó el espíritu de fortaleza y de vida de la colectividad, que desconoció el vasco hasta Sabino Arana, mientras con el idioma vasco, “ejecutoria de todas las grandezas tradicionales”, agonizaba la raza, perdida su originaria libertad.




    Y ¿qué quiso el “fundador mártir”, qué quiere el Partido Nacionalista Vasco, “custodio de la doctrina de su fundador”? La abolición de la ley impuesta de 25 de octubre de 1839, que injustamente arrebató al pueblo vasco la libertad por engaño, faltando al compromiso solemne de respeto al derecho vasco ante el ejército carlista, contraído por el general Baldomero Espartero. Demanda el Partido para el idioma propio el respeto y amparo que a los pueblos cultos merece su lengua natural en la escuela y en todos los centros oficiales. Persigue la restauración de aquel orden social que, desde la distribución del suelo nacional, asocia la igualdad ciudadana y la distribución de los bienes de fortuna para el bien de la colectividad. Y quiere la restauración de los valores morales de la raza, sobre todo “la pureza de la fe, centro del alma de la raza”.




    Nació providencialmente el nacionalismo vasco -termina escribiendo “Kizkitza”-, cuando nuestra patria se hallaba “a punto de ser disuelta en el océano latino que la rodea”, y anhela vivir “con el ansia con que se desea subsistir ante la muerte. (…) No queremos asistir los vascos al funeral de un pueblo que ha resistido triunfalmente al asalto formidable de cien generaciones exóticas”30.
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        Actas: Diputación de Navarra. Actas




        AGN, fondo DFN: Archivo General de Navarra. Fondo Documental “Diputación Foral y Provincial de Navarra




        AMA: Archivo Municipal de Los Arcos




        AMP: Archivo Municipal de Pamplona




        AMS: Archivo Municipal de Sangüesa




        AMT: Archivo Municipal de Tafalla




        Un libro imprescindible para esta etapa-prólogo de mi estudio es el de ESTORNÉS ZUBIZARRETA, I., La construcción de una nacionalidad vasca: El Autonomismo de Eusko Ikaskuntza (1918-1931), San Sebastián, editorial Eusko Ikaskuntza, 1990. En adelante, La construcción…- Por los textos políticos que contiene desde 1917 a 1933 y por la calidad de su testimonio de político liberal, todo un personaje de la economía, industria y cultura del País Vasco, es utilísimo el de ORUETA (DE) J., Fueros y Autonomía. Proceso del Estatuto Vasco, San Sebastián, Nueva Editorial, 1974.- A pesar de parecerse a un libro de propaganda política, verdadera diatriba contra los “cuarentayunistas” navarros, sean liberales, conservadores o tradicionalistas como Víctor Pradera, es importante por sus muchas noticias sobre Navarra en los años 1916-1923, el libro de JIMENO JURÍO, J. M., Navarra y Vascongadas (1917-1919): Reivindicaciones autonómicas y reintegración foral, en Obras completas de José María Jimeno Jurío 13, Pamplona, ed. Pamiela, 2008.- Libro indispensable para conocer la actuación del PNV durante los años 1931-1932, de modo especial el Movimiento de los Alcaldes (MA) y la Minoría Vasco-Navarra (MVN), desde el punto de vista netamente peneuvista, es el de AGIRE Y LEKUBE (DE), J. A., Entre la libertad y la revolución (1930-1935). La vida de un lustro en el País Vasco, Bilbao, talleres gráficos E. Verdes Achirica, 1936.- Un estudio de base sociológica, hecho sobre todo a partir de fuentes eclesiásticas y de publicaciones católicas sobre el catolicismo navarro de la época, muy crítico con el mismo y nada crítico con el laicismo y sectarismo republicano, anticlerical y antieclesial de la época, en DRONDA, J., Con Cristo o contra Cristo: Religión y movilización antirrepublicana en Navarra (1931-1936), Tafalla, Txalaparta, 2013.- Como resumen e introducción, sobre todo a la etapa republicana, puede servir mi libro, ARBELOA, V. M., Navarra ante los Estatutos. Introducción documental (1916-1932). Selección y estudio preliminar por VMA, Pamplona, Colección Diario de Navarra, 1978.- Sobre las biografías de algunos personajes navarros de esta época, GARCÍA-SANZ MARCOTEGUI, A., Diccionario Biográfico de Diputados Forales de Navarra (1840-1931), Pamplona, Gobierno de Navarra, 1996; GARCÍA-SANZ MARCOTEGUI, A. - LAYANA ILUNDAIN, C. - MARTÍNEZ LACABE, E. - PÉREZ OLASCOAGA, M., Diccionario Biográfico de los Diputados forales de Navarra (1931-1984) y de los Secretarios de la Diputación (1834-1984), Pamplona, Gobierno de Navarra, 1998.- Sobre la prensa navarra en este período, ZOCO SARASA, A., Publicaciones periódicas en Navarra (1900-1940), Pamplona, Gobierno de Navarra, 2014. Sobre la Minoría Vasco-Navarra, mi libro: La Minoría Vasco-Navarra: La religión y la autonomía, Pamplona, Gobierno de Navarra, 2015.


      




      

        3 Un resumen de la cuestión, y el acta oficial de la asamblea, en mi libro citado: Navarra ante los Estatutos…, pp. 14-20 y 65-97.


      




      

        4 Pero el mismo alcalde de Pamplona, el carlista Francisco Javier Arraiza, a pesar de reafirmar la validez de la propuesta municipal, encuentra, sin embargo, aceptable la fórmula presentada por los 25 y anima a los ayuntamientos a que la admitan. Incluso Alsúa, tras el discurso de Pradera, intenta justificar su texto. Si ha pedido -dice- la derogación de la ley de 1839, es porque “personas competentísimas” le aseguraron que ésa fue la que privó a Navarra de sus fueros y libertades.- Se trataba, en definitiva de aceptar o no la ley paccionada de 1841, y con ella la de 1839. Esta misma cuestión ocupó a los redactores navarros del Amejoramiento del Fuero en 1981, que acabaron manteniendo, y no derogando, la ley de 1839, como el mejor entronque jurídico para la ley de 1841 y… la de 1982.


      




      

        5 José Antonio Orueta, abogado bilbaíno, residente en Guipúzcoa; economista y dinámico empresario industrial; mecenas cultural, escritor e historiador; diputado romanonista a Cortes por Arenas de San Pedro (1901-1903) y por Tolosa (1905-1907); diputado foral por Tolosa (1915-1919) y por San Sebastián (1923); miembro fundador de la Sociedad de Estudios Vascos, y desde entonces miembro de su junta permanente.


      




      

        6 Una antología de las respuestas, interesantísima, puede verse en La construcción…, pp. 212-239.


      




      

        7 Todos ellos, menos Gortari, estuvieron entre las 39 personalidades consultadas por la Sociedad de Estudios Vascos, en julio de 1930, sobre la futura autonomía vasca. En el archivo de esta están sólo las copias calcográficas de las respuestas. Todos los entrevistados eran miembros de la Sociedad, ibídem: 212-213.


      




      

        8 Ibídem: 275.


      




      

        9 Ibídem: 277-281.


      




      

        10 Ibídem: 285-286.


      




      

        11 Ibídem: 286.


      




      

        12 Ibídem: 289.


      




      

        13 Abogado alavés, integrista, socio fundador de la Sociedad de Estudios Vascos ex diputado provincial, miembro de Unión Patriótica durante la Dictadura y alcalde de Vitoria en 1930.


      




      

        14 La construcción…, p. 289.


      




      

        15 Manuel Irujo Ollo (Estella, 1891), hijo del abogado carlista, después nacionalista vasco, Daniel Irujo Urra, profesor de la universidad de Deusto y defensor de Sabino Arana Goiri, estudió en el colegio de los jesuitas de Orduña, y filosofía y letras, así como derecho, en Deusto, obteniendo el título de esta segunda especialidad en Salamanca. Abogado en ejercicio, se afilió al PNV en 1908; fue elegido diputado foral por la Merindad de Estella en 1919, pero le fue anulada el acta por la Diputación y por la Audiencia Territorial, acusado de compra de votos; tras la Alianza Foral entre carlistas y nacionalistas en junio de 1921 -Religión católica y reintegración foral plena-, fue elegido de nuevo diputado foral por la misma Merindad; anulada de nuevo el acta en las elecciones de 1923 por la Audiencia, tras la muerte de Primo de Rivera volvió a la Diputación junto con otros ex diputados anteriores a la Dictadura, hasta el nombramiento de las Comisiones gestoras tras las elecciones de abril de 1931, y llevó a cabo una intensa labor política y social. Cabeza de la lista nacionalista vasca, que llevaba de segundo a José Antonio Aguirre, no tuvo suerte en las elecciones legislativas de Navarra en noviembre de 1933 -14.953 votos frente a los 90.007 del carlista conde de Rodezno-, pero fue, en cambio, elegido por Guipúzcoa en la lista del PNV.


      




      

        16 “Piensa bien y es un gran vasco”, dirá de él, poco después, Manuel Irujo, respondiendo a una encuesta de la Sociedad de Estudios Vascos, La construcción…, p. 231.


      




      

        17 Para lo que sigue, Ibídem: 272-274.


      




      

        18 Para todo lo referente a las elecciones municipales en Navarra, y sobre todo en Pamplona, VIRTO IBÁÑEZ, J. J., Partidos republicanos de Navarra, Pamplona, Gobierno de Navarra, 1986, y Las elecciones municipales de 1931 en Navarra, Pamplona, Gobierno de Navarra, 1987, especialmente, pp. 77-106. Mucho más generalista y menos preciso para esta época, pero interesante por su ámbito más amplio, FERRER MUÑOZ, M., Elecciones y Partido Políticos en Navarra durante la Segunda República, Pamplona, Gobierno de Navarra, 1992.


      




      

        19 Tirada media entre 1921 y 1936, Publicaciones periódicas…, p. 525.


      




      

        20 Raimundo García García (Madrid, 1884), hijo de un carlista de origen leonés, exiliado en Francia; estudió el bachillerato en el instituto de San Isidoro de León; en 1902 entró como redactor del diario liberal-conservador pamplonés El Eco de Navarra, donde hizo la crítica de teatro y música y fue al mismo tiempo corresponsal del ABC en Navarra; en 1911 pasó a Diario de Navarra, del que fue nombrado director un año más tarde. Se hizo famoso como corresponsal de guerra de su periódico en Marruecos y de corresponsal telegráfico de El Debate durante dos períodos bélicos de 1921-1922 y 1924-1925; tras su primera misión, la Diputación le nombró hijo adoptivo de Navarra; declinó el nombramiento de la Dictadura para ser concejal de Pamplona, pero aceptó el de miembro de la Asamblea Consultiva en 1927.


      




      

        21 Datos de 1933, la fecha más cercana a este estudio, Publicaciones periódicas…, p. 523.


      




      

        22 Ibídem: p. 525.


      




      

        23 Datos de 1931-1932, Ibídem: p. 525.


      




      

        24 Sobre el 12 de abril, las candidaturas y la prensa en Pamplona y en toda Navarra, Las elecciones municipales…, pp. 77-114.


      




      

        25 “¡Contra la República que abre paso al Soviet! ¡Meditad, pamploneses, sobre vuestra responsabilidad en el día de hoy!”, Diario de Navarra, 12 de abril de 1931.


      




      

        26 La Junta Regional Jaimista del Reino de Navarra, presidida por Joaquín Baleztena, reunida el día 5 de abril, hacía público el acuerdo, con fecha del día siguiente, en el que desautorizaba la sigla de “Acción Jaimista” -seudo partido fundado a finales de 1930-, integrada en la candidatura del PNV a las elecciones municipales de Pamplona, usurpando el nombre político de “jaimistas” mientras figuran en una candidatura no autorizada por las autoridades del Partido; declaraba que de los tres candidatos, Miguel Esparza -director de El Pensamiento Navarro desde 1920 a junio de 1930, y ahora de La Voz de Navarra- fue “oportunamente expulsado” por la Junta Regional; Niceto Varela no figuraba para nada en ninguna de las organizaciones carlistas, y consideraba a Valentín Ustárroz separado del Partido por aparecer en otra candidatura ajena a la autorizada; protestaba contra quienes habían rotulado su Círculo como “Acción Jaimista”, “con desprecio de toda ética política”, y recomendaba una vez más a los jaimistas que votasen íntegra la candidatura del bloque antirrevolucionario, El Pensamiento Navarro, 11 de abril de 1931.- Adjunta en primera página aparece la fotocopia del despacho telegráfico enviado por el pretendiente don Jaime de Borbón a Baleztena, en el que ratifica plenamente el acuerdo de la Junta de desposeer a Miguel Esparza de la Cruz de la Legitimidad otorgada por el rey carlista.- Casi un mes después, desmintiendo a lo publicado por AJ en La Voz de Navarra, negando que don Jaime hubiera desautorizado esa sigla, publicaba el órgano carlista la carta, de 8 de abril, dirigida por don Jaime al jefe regional de Navarra, Joaquín Baleztena, en la que refrendaba los acuerdos de la Junta, sólo que le pedía que para juzgar a Esparza se reuniera el tribunal de los Caballeros de la Legitimidad y le sometieran después su decisión, El Pensamiento Navarro, “Sobre una desautorización”, 7 de mayo de 1931. Casi un mes después, desmintiendo lo publicado por AJ en La Voz de Navarra, al negar que don Jaime hubiera desautorizado esa sigla, publicaba el órgano carlista la carta, de 8 de abril, dirigida por don Jaime al jefe regional de Navarra, el mismo Baleztena, en la que refrendaba los acuerdos de la Junta, sólo que le pedía que para juzgar a Esparza se reuniera el tribunal de los Caballeros de la Legitimidad y le sometieran después su decisión, El Pensamiento Navarro, “Sobre una desautorización”, 7 de mayo de 1931.


      




      

        27 Las cifras corresponden a los años 1933-1935; las correspondientes al tiempo de la Dictadura, entre el 1923 y 1931, ascendían a 5.000, Publicaciones periódicas…, p. 526.


      




      

        28 Desde el diario carlista se echa en cara a los nacionalistas vascos el haber coqueteado primeramente, sin éxito, con la Conjunción republicano-socialista; el no tomar en serio las enseñanzas y advertencias de los representantes de la Iglesia, y el acusarles a ellos de “comerciar con la Religión católica”, El Pensamiento Navarro, “A cara descubierta”, 10 de abril de 1931, y “¿Qué representa nuestra candidatura?”.


      




      

        29 Euzkadi, 19 de abril de 1931.


      




      

        30 La cuarta de las bases doctrinales del reunificado Partido Nacionalista Vasco, aprobadas en la asamblea conjunta de Vergara, celebrada el 16 de noviembre de 1930, decía así: “Euzkadi, la nación vasca, por derecho natural, por derecho histórico, por conveniencia suprema y por su propia voluntad, debe ser dueña absoluta de sus propios destinos para regirse a sí misma, dentro de la ley natural”, La política como pasión…, p. 67.


      


    


  




  

    II TRAS LA LLEGADA DE LA REPÚBLICA




    Estornés Lasa da un total de 641 monárquicos y 25 republicanos en la proclamación de candidatos por el artículo 29 (candidatos sin oposición), en Navarra, el 5 de abril, una semana antes de los comicios. Según esta fuente, los ayuntamientos constituidos en esa fecha fueron 148 (55´4%). Entre los monárquicos, sobresalen los tradicionalistas, 97, seguidos por los conservadores, 70; y entre los republicanos, los de Derecha republicana (de Alcalá Zamora y Miguel Maura), 18. Los socialistas son 7 y no hay ningún nacionalista vasco31.




    Juan Jesús Virto cifra en 136 los municipios constituidos por el artículo 29, y en 1.103 (53% del total) los concejales elegidos de este modo.




    Sobre el resultado de las elecciones el día 12 de abril, los datos propios que nos proporciona el mismo Virto son éstos: antirrevolucionarios, 1.171 (82%); revolucionarios, 162 (7’7%); otros, 47 (2´7%); sin datos, 168 (8%). En tres municipios, por diversas causas, no se celebran elecciones.




    Estornés presenta el siguiente cuadro:




    Derechas 1.628 87´1%




    Conjunción 194 10´3%




    Independientes 42 2´2%




    Nacionalistas 3 0´1%




    En Pamplona los antirrevolucionarios consiguieron 17 concejales; de ellos, 10 jaimistas, 1 integrista, dos liberales monárquicos y 4 independientes (la autora mete en el mismo saco a integristas, independientes y monárquicos liberales, bajo la rúbrica de “monárquicos”), con el 75´7% de los votos, y la Conjunción republicano-socialista (que la misma autora llama “Bloque”), 12.




    “Cuando los resultados pasan a definitivos -escribe Virto-, no hay lugar a dudas: la victoria también esta vez ha correspondido a la derecha de modo inapelable. Los ayuntamientos con mayoría de izquierda prácticamente se reducen al espacio geográfico de la Ribera, con excepciones como Alsasua, Yesa y Cáseda (...). Los municipios más importantes, las cabezas de merindad, salvo Tudela, continuarían gobernados unos años más por la derecha, salvo que fueran aceptadas las reclamaciones electorales de los perdedores”.




    Estornés recalca “el rotundo fracaso de la coalición de nacionalistas y jaimistas disidentes, que no obtuvo ni un solo concejal”.




    Pamplona y Vitoria eran dos de las nueve ciudades españolas donde triunfaban “las derechas”, como entonces se decía, aunque pronto, como veremos, la elección fue impugnada y se estableció el 27 de abril una Comisión Gestora, compuesta en la capital navarra por cinco republicanos.




    Comparando Navarra con el País Vasco, la misma historiadora subraya, por orden decreciente, el abrumador predominio de “las derechas”, incluyendo sin duda en ellas a los nacionalistas vascos: el 89´4% en Navarra, el 88´4%, en Guipúzcoa, el 85´8% en Álava, y el 83´6% en Vizcaya. Los republicano-socialistas en cambio alcanzan sólo el 10´3% en Navarra, el 13% en Guipúzcoa, el 13´9% en Álava, y el 15´1% (incluyendo los comunistas) en Vizcaya.




    La jornada electoral transcurrió tranquila en toda Navarra, excepto algún pequeño incidente. Sólo en Azagra, pueblo de mayoría republicano-socialista, se anulan las elecciones por rotura de urnas, momentos antes del cierre. Pero los incidentes más graves ocurren en Pamplona. La derrota de los revolucionarios y nacionalistas por los antirrevolucionarios excita a los derrotados. Se oyen gritos a favor de la República, y contra la monarquía, el rey, el papa, el clero y los frailes, según una rancia tradición española. En torno al domicilio de Diario de Navarra la guardia civil a caballo y la policía despejan la zona, entre gritos y carreras. Los manifestantes intentan asaltar los locales del diario antirrevolucionario con materiales de construcción cogidos en las cercanías y causan algunos destrozos en las oficinas, mientras otros chocan con jóvenes carlistas en las inmediaciones del Círculo Jaimista, intercambiándose algunos disparos.




    En su número del martes, bajo la rúbrica “La impotencia nacionalista”, el diario de la calle Zapatería culpa de los desmanes a personas ligadas al Centro Vasco, sito en la misma calle:




    “No fueron republicanos, no; no fueron socialistas los asaltantes que huyeron a meterse en el `cantón de las injurias´”. Y la explicación es muy sencilla: “La candidatura nacionalista fue materialmente barrida por el cuerpo electoral. Desdeñado de todos, ha quedado aplastado y sepultado el nacionalismo”.




    El diario integrista navarro del mismo día 14 se muestra durísimo con el diario oficioso nacionalista vasco, La Voz de Navarra, que lleva en su cabecera el epíteto de “independiente”, al que llama “órgano de estridencias y cooperador por acción y por omisión de las tendencias demagógicas y revolucionarias”, echándole en cara su fracaso electoral32, y atribuyéndole el triunfo de “once candidatos republicanos y un socialista”33.




    El acatamiento de la Diputación Foral de Navarra




    Las autoridades monárquicas no dificultaron la proclamación de la Segunda República Española en Navarra, pese al rotundo triunfo de las candidaturas monárquicas, dinásticas o no, en Pamplona y en casi toda la región. Todas acataron, cívica y patrióticamente, el nuevo régimen y pusieron, como veremos, sus cargos a disposición de los representantes de la República o de los nuevos ayuntamientos elegidos el 5 o el 12 de abril.




    En Navarra no se izaron en las casas consistoriales las banderas bicrucíferas del Partido Nacionalista Vasco. Ni se pidió la proclamación de “República Vasca” alguna, como reclamaron de inmediato los dirigentes peneuvistas y algunos nuevos ayuntamientos vascongados, como los de Bermeo o Vergara. Ni se convocó, como hizo el Partido Nacionalista Vasco en Guernica, a los representantes municipales recién elegidos a una magna asamblea patriótica.




    La misma mañana del 14 de abril, igual que se lo habían dicho a los ediles del ayuntamiento de Pamplona, los dirigentes republicano-socialistas manifestaron a los diputados forales su voluntad de esperar las decisiones pertinentes del Gobierno Provisional34. Esa misma tarde, aquéllos rindieron una visita oficial de cortesía al Palacio Provincial, o de Navarra, donde fueron acogidos por el vicepresidente Joaquín María Gastón, acompañado de cuatro diputados. Gastón, en nombre de la Diputación Foral, puso sus cargos a disposición del Gobierno de la República y expresó el acatamiento de todos a la nueva representación de la voluntad popular. Al día siguiente, a las doce del mediodía, los mismos dirigentes republicano-socialistas, que habían perdido ampliamente las elecciones en Navarra, izaban la bandera tricolor en el balcón principal del Palacio ante el entusiasmo de sus seguidores.




    En la sesión del viernes, día 17, el vicepresidente Gastón manifestó que el objeto principal de la convocatoria era tratar sobre la actitud en que había de colocarse la Diputación en vista de la proclamación de la República Española y de la constitución del Gobierno provisional, que habían tenido lugar durante los días 14 al 16 del corriente, y de la moción que en relación con el mismo asunto tenía presentada el diputado Manuel de Irujo.




    Éste, mirando hacia nuestra historia foral, interpretaba desde su ideología política que el pacto de unión de Navarra con la Monarquía Española había quedado sustituido, a causa de la ley de 25 de octubre de 1839, por la “la unidad constitucional”. Pero, si la ley de 1841 armonizó los principios de esa unidad “con la subsistencia de una parte de régimen foral”, había llegado la hora de rescatar los derechos perdidos. Mencionaba “pro domo sua” la proclamación “en toda España” de “la República Federal”, falsedad donde la hubiese; la proclamación en Barcelona de “la República Catalana” que, proclamada por Francesc Maciá, el día 15, en un gesto irresponsable, duró como sabemos sólo unas horas. Y hasta la proclamación de “la República Vasca” en Bilbao, cosa que no sucedió ni en el ayuntamiento bilbaíno ni en la Diputación vizcaína, a no ser que entendamos por “proclamación” la “aclamación” a la República Vasca, que leyó el concejal nacionalista Raimundo Abando, portavoz de su grupo, junto al saludo a la República Española, en el transcurso de la sesión municipal, la tarde del 14 de abril. Pero el ayuntamiento de Bilbao, ornados los balcones consistoriales de banderas republicanas, socialistas y peneuvistas, proclamó solamente y solemnemente la República Española35.




    Falso como todo lo anterior era también que la República Catalana y la Vasca hubieran sido proclamadas “como integrantes de la Confederación Ibérica Republicana”, expresión que iba mucho más allá que la que utilizó, incorrectamente también, el futuro presidente de la Generalitat en el Palau de Sant Jordi (“Federación Ibérica”), y que solían emplear por aquellas fechas ciertos “jelkides”, como Irujo.




    Consideraba igualmente la moción del diputado nacionalista por la Merindad de Estella que, una vez proclamadas esas tres (falsas) Repúblicas mentadas, “la Diputación de Navarra está en el caso de manifestar al país y al gobierno Republicano de un modo solemne la aceptación del nuevo régimen y el deseo ferviente de Navarra de colaborar a la vida de la Confederación Republicana Hispánica, pero recabando para nuestra tierra su derecho a la reintegración foral plena que la Monarquía le negó; a vivir en régimen paccionado que reintegre a Navarra a la plenitud de los derechos que como personalidad histórica le corresponde, y que Navarra, como las restantes regiones del País vasco, mantuvo vigente hasta la revisión impuesta por la Cortes monárquico-constitucionales de 1839”.




    El antiguo comunionista navarro y ahora peneuvista quería que se aprobasen como conclusiones de su moción: 1) aceptar en nombre de Navarra “el régimen Republicano federal, proclamado por el pueblo”; 2) “proclamar los derechos de Navarra a la reintegración foral plena dentro del nuevo régimen”, cosa que ya había hecho la misma Corporación, aunque en términos más adecuados; 3) y dirigir “una alocución a todos los ayuntamientos de Navarra, para que secundando la anterior manifestación se dirijan en idéntico sentido a los poderes constituidos”.




    Pero, según el acta de la sesión36,




    “Expuestas (sic) por cada uno de los Sres. asistentes a la sesión su opinión respectiva en el asunto, se acordó por unanimidad acatar la proclamación de la República Española y ofrecer a la misma la cooperación leal de la Diputación en beneficio del orden y prosperidad de España y Navarra, reiterando una vez más ante el nuevo Gobierno los vehementes deseos del país de lograr la plena reintegración foral dentro de España, que espera alcanzar con arreglo a los principios proclamados por el naciente régimen republicano, y que el Vicepresidente de la Corporación traslade al Excmo. Sr. Presidente del Gobierno Provisional por despacho telegráfico el precedente acuerdo, habiéndose efectuado así en el acto”37.




    Seguidamente se acordó recabar del Gobierno que, en el caso de modificar las actuales Diputaciones, se tuviera en cuenta el régimen especial de Navarra para evitar que la designación de los nuevos diputados se verificase por nombramiento gubernamental, procurando que se hiciera, a ser posible, por elección de los Distritos como dispone la Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841, y, si esto no pudiera hacerse en la circunstancias actuales, que se adoptase otro procedimiento en que apareciera de manifiesto la voluntad de los Distritos o Merindades para su designación, como se hizo con los Gobiernos de la Dictadura y del general Berenguer, o mediante otra forma análoga. Y estimando de gran urgencia el asunto, se acordó que los diputados Sanz, Baleztena e Irujo se trasladasen a Madrid esa misma semana para realizar ante el Gobierno la gestión referida, anunciando la salida por teléfono al Excmo. Sr. Ministro de la Gobernación.




    En vista de la renovación de los ayuntamientos tras las elecciones celebradas el 12 de abril, se acordó también dejar sin efecto el acuerdo adoptado el 9 de marzo pasado de convocar al Consejo Foral Administrativo de Navarra para el día 4 del próximo mes de mayo. El diputado Irujo formuló voto particular en el sentido de que se anunciase, además, el propósito de la Diputación de renovar el Consejo tan pronto como quedasen constituidos definitivamente los nuevos ayuntamientos, sin perjuicio de adoptar más adelante las resoluciones que procedieran.




    De la Diputación berengueriana a la Gestora Republicana




    Los tres diputados designados visitaron en Madrid al ministro de la Gobernación Miguel Maura, a quien le hicieron presentes todos los acuerdos del día 17. La Diputación, al enviar esa misión, tenía por objeto “ratificar el contenido del telegrama enviado y reiterar los ofrecimientos para el afianzamiento en la opinión y consolidación en el País del régimen republicano, en el cual esperaba Navarra la satisfacción plena a sus derechos de reintegración foral dentro de España”. Si Navarra no ha hecho “ostentaciones similares a las de Vizcaya y Cataluña”, “no es porque se sienta asistida de menor derecho que aquellas regiones”, sino porque,




    “sin renunciar a hacer valer en su día los derechos de Navarra, es hoy deber patriótico de todos los ciudadanos no crear dificultades, sino por el contrario, unir asistencias al nuevo Régimen para que éste no sea el patrimonio exclusivo de un partido, sino de todos los españoles, y entiende asimismo que, si bien para el advenimiento de la República pudo ser bastante un sector de opinión, para su consolidación es preciso la asistencia de todos”. El ministro, agradecido, les asegura que el Gobierno republicano viene “obligado por el Pacto de San Sebastián al respeto de los derechos de las Regiones históricas, respeto que llevaría a la resolución de las Cortes constituyentes en su día, según ya se había manifestado a Cataluña y a Vizcaya”.




    En cuanto al futuro de la Diputación Foral, los delegados navarros exponen a Maura lo que dispone la ley de 1841 (elección de siete miembros por Merindades o partidos judiciales, hecha normalmente por sufragio universal), frente a lo ocurrido con las dos últimas Dictaduras, con sufragio restringido, aunque respetaron el número de diputados por las cinco Merindades y la vicepresidencia de edad. El ministro les ofrece como fórmula especial para Navarra la continuidad de la actual corporación, algo que los comisionados navarros han excluido desde el primer momento, “por motivos de conveniencia política que están a la vista y de personal delicadeza de sus componentes”, porque estiman mejor llevar al seno de la Corporación “hombres nuevos”. Proponen ellos una doble salida: la elección de sus sucesores de entre los ex diputados forales (como fue su propio caso durante el gobierno Berenguer) o la elección de entre los miembros del Consejo Foral que hubieran recibido la mayor votación en la última elección celebrada. Todo antes de que “quede al libre arbitrio gubernativo la designación de Diputados”. El ministro republicano promete retrasar la publicación del decreto hasta recibir de la Diputación Foral de Navarra “la fórmula anunciada, no más tarde del próximo martes”.




    El domingo, día 19, reunida la Diputación, oídos los informes sobre la visita al ministro, hizo suyas las propuestas de los tres mandatarios forales, presentó oficialmente en el mismo acto y por escrito sus respectivas dimisiones -“con objeto de que la fórmula propuesta no aparezca que lleva encubierto el deseo de cada uno de ellos de permanecer en su puesto, sino de hacer compatible la renovación de la Diputación con el respeto al régimen foral”-, y encargó a la misma Comisión un nuevo viaje a la capital38.




    La última Diputación monárquica publicó en los medios informativos una nota que coincide palabra por palabra con el acta de la sesión del día 1939, que en la parte dispositiva venía a decir:




    “La Diputación Foral y Provincial de Navarra, en atención a su peculiar organización, continuará constituida, como ahora lo está, por siete Diputados, cubriéndose las vacantes que actualmente existen o se produzcan en adelante hasta que se verifiquen las elecciones definitivas, con ex Diputados forales o Vocales del actual Consejo foral administrativo que fueron elegidos por los ayuntamientos y que hubieren obtenido mayor votación por el Distrito respectivo en la última elección celebrada”40.




    Tuvo su inmediata réplica en otra nota publicada por los partidos de la Conjunción republicano-socialista y el sindicato UGT, parte también de la misma. Tras declarar su empeño decidido de “velar por el cumplimiento de las leyes peculiares de Navarra”, piden el inmediato relevo de los diputados nombrados por Berenguer, ya que ninguno de ellos representa ni personal ni políticamente “el verdadero estado de opinión republicana de Navarra”. Son firmes partidarios de que la elección se haga, según prescribe la ley de 1841, por las normas generales aplicables al resto de la Nación, pero queriendo extremar su “celo de navarros”, y “amantes de nuestro asendereado fuero”, opinan que la nueva Diputación debe constituirse con miembros del Consejo Foral, “en quienes concurra la definición clara y terminante de republicanismo, cada uno en representación de su respectiva Merindad o Distrito”; si no hubiera número suficiente de ellos en el Consejo, deberán proveerse los restantes “entre los concejales elegidos según la norma general dictada, o entre los que designen las agrupaciones republicanas y socialistas de las correspondientes Merindades”.




    Por lo visto, para los autores de la nota sólo los republicanos y socialistas eran verdaderos ciudadanos del nuevo régimen.




    La suerte estaba cantada. No fue necesario un segundo viaje de diputados a Madrid41. El decreto publicado en La Gaceta de Madrid, el día 22 de abril, dejaba en manos del gobernador civil de cada provincia -“fórmula de vigencia transitoria”- el nombramiento de una Comisión Gestora para hacerse cargo de la administración de las Diputaciones, y sus miembros serían escogidos entre concejales electos de cada uno de los distritos provinciales. En su artículo quinto se recogía la singularidad de Navarra:




    “La Diputación Foral de Navarra conservará, al par que sus peculiares atribuciones, también su número tradicional de siete diputados, designándose entre las cinco merindades o distritos en la proporción que se haya establecido, respetando la vicepresidencia de edad prescrita en la ley paccionada de 16 de agosto de 1841”.




    El nuevo gobernador civil, Jesús Ruiz del Río, abogado riojano y presidente de la Federación Republicana de La Rioja, que acudió ese mismo día al Palacio de Navarra para devolver la visita que le había hecho el vicepresidente42, se encargó, después de consultar a los responsables de la Conjunción republicano-socialista, de establecer la proporción de los nuevos diputados, que era la inversa de la que había salido de las urnas: cinco concejales republicanos y dos monárquicos, para decirlo según la terminología de la época, elegidos todos ellos en las últimas elecciones municipales: Constantino Salinas, médico de Alsasua, socialista, y Rufino García Larrache, industrial y propietario agrícola, de Pamplona, del Partido Republicano Autónomo de Navarra, por el distrito de Pamplona; José María Fernández de Piérola, monárquico alfonsino, propietario de Los Arcos, y Benito García Munilla, republicano (desde enero de 1932, republicano radical), propietario de San Adrián, por el distrito de Estella; Luis Soriano, abogado de Tudela, consejero foral, presidente del Partido Republicano Autónomo de Tudela, por el distrito del mismo nombre; David Jaime, administrador de la Cooperativa vinícola de Tafalla, republicano independiente, por el distrito de su ciudad; y Amadeo Marco, propietario de Navascués, carlista, por el distrito de Aoiz.




    Salinas, que representaba a su partido minoritario en la Conjunción y minoritario en toda Navarra, iba a ser el vicepresidente (el presidente seguía siendo teóricamente el gobernador civil), por su mayor edad, criterio poco democrático, por cierto, pero sí tradicional. Es probable que el sindicato UGT jugara fuerte a favor de Salinas. Esta injusta “proporción” establecida, primer signo y hecho relevante del nuevo régimen en Navarra, fue uno de los mayores desaciertos de la República y uno de los más habituales motivos de crítica y de rechazo social, pero aseguró así la mayoría republicana “transitoriamente”, nada menos que hasta entrado el año 193543.




    En la sesión extraordinaria del 25 de abril44, el gobernador, complaciente y generoso, advirtió que la República, “respetuosa con las ideas y sentimientos de todos”, permitía que el juramento pudiera prestarse libremente con la fórmula “juramento por Dios” o de promesa por su honor: “¿Juráis por Dios o prometéis por vuestro honor servir bien y fielmente a la República, desempeñar lealmente el cargo de diputado foral y observar la Ley de Modificación de Fueros, de 16 de agosto de 1841?”. Y así juraron por Dios F. de Piérola, Munilla, Jaime y G. Larrache. Y prometieron por su honor Salinas y Soriano. A lo que fue contestando el gobernador, según la fórmula elegida: “Si así lo hiciereis, Dios o la Patria os lo premie, y, si no, os lo demande”.




    Ruiz del Río, en nombre del Gobierno declaró constituida la Comisión Gestora de la Diputación de Navarra, dando posesión de sus cargos a los seis diputados presentes45.




    De inmediato, el gobernador civil se dirigió al numeroso público congregado en torno al Palacio de la Diputación y aseguró que el Gobierno de la República haría amplias concesiones a Navarra. El gestor tudelano Luis Soriano fue más allá y prometió trabajar “por la reintegración de los derechos forales de Navarra, hollados por los Gobiernos de la Monarquía”. Reanudada la sesión, y conferido el cargo de vicepresidente al mayor de edad, uno de los primeros acuerdos fue enviar telefonemas de saludo a las máximas autoridades de la Nación, de Navarra -incluidos los alcaldes de cabezas de distrito- y a las Diputaciones hermanas de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, “haciendo presente (sic) los deseos de ver pronto restaurada la plenitud de los derechos forales del País Vasco-Navarro”. Al gestor por Aoiz, Amadeo Marco, que eligió la fórmula del juramento, se la dio en la sesión del día 29. Retirada la primera autoridad civil, Marco explica haber aceptado el cargo -que hubiera preferido dado “por elección del Distrito”-, tras oír a varios alcaldes y personas significadas del mismo, habiendo tenido que transigir “por el bien de la patria y por respeto al poder constituido en todo aquello que facilite ocasión de servir a una y al otro”, pero que esta actitud no le prohíbe, sino que le obliga a manifestar que “sostendrá con todas sus fuerzas los fueros navarros y los principios religiosos que animan la tradición del País”46.




    Acto seguido, la nueva corporación acordó publicar en el Boletín Oficial en forma de circular una serie de manifestaciones retóricas y reiterativas en orden a justificar el procedimiento para la elección de la nueva Comisión gestora47, salir al paso de los que lo han llamado “gravísimo contrafuero”, y desvanecer “prejuicios y errores” que ponen en tela de juicio




    “el amor [de los nuevos gestores] a Navarra y a su peculiar régimen, combatido sañudamente por los ataques de la Monarquía, mal avenida siempre con todo lo que signifique reconocimiento de la libertad y de los legítimos derechos de los individuos y de los pueblos”.




    El procedimiento seguido ahora, nombrando a concejales elegidos directamente por el pueblo, es mucho más democrático que el puesto en vigor por la primera y hasta por la segunda Dictadura48. En cuanto a la pretensión de su predecesores de elegir la nueva Corporación por medio de los vocales del Consejo Foral, recuerdan que los ayuntamientos que eligieron a los consejeros no habían sido a su vez elegidos por sufragio y el mismo Consejo Administrativo fue “creación del régimen dictatorial y de hombres bien avenidos con dicho régimen, a espaldas de Navarra”.




    La designación de esta Comisión Gestora, con dos puestos para la oposición, les parece toda una concesión:




    “Y, aunque podía haber hecho recaer la totalidad de estos nombramientos en personas afectas al régimen republicano, como se ha hecho en otras provincias49, dicha autoridad, respetuosa con los diversos sectores de opinión, ha reservado dos puestos a la oposición, confiriendo los nombramientos a personas de reconocido prestigio en el País que, además de aportar su valiosa cooperación particular, podrán en todo momento controlar y fiscalizar la gestión de la Diputación”.




    En fin, el artículo noveno de la ley de 16 de agosto dispone que la elección de los vocales de la Diputación deberá regirse por las reglas generales conforme a las leyes vigentes o que se adopten para las demás provincias.




    Se repiten algunas elecciones




    Dada la dura reacción de los que habían perdido las elecciones en Pamplona, se veía venir el recurso legal. Lo mismo podía preverse en otras localidades navarras. En total fueron 41 las reclamaciones presentadas contra las elecciones celebradas en nuestra región. Algunas fueron hechas al finalizar los escrutinios, y otras, las más, entre los días 15 y 20 de abril, animados los reclamantes, mayormente hombres de la Conjunción, por el cambio político en toda España. A la Conjunción se unieron los nacionalistas vascos en Tafalla. En Pamplona, cosa poco sorprendente después de lo que sabemos, fueron sólo los nacionalistas vascos los que suscribieron la reclamación.




    La compra de votos, las coacciones de todo tipo o las amenazas fueron los fundamentos de las protestas. En Pamplona los peneuvistas motivaron su recurso a la Junta Electoral primeramente en la coacción religiosa ejercida por sacerdotes y religiosos, al hacer alardes de apoyo a la monarquía o diciendo que la fe religiosa peligraba si triunfaba la candidatura republicana, enemiga de Dios y de la Iglesia; en parecidos términos se justificaban los reclamantes de Andosilla, Corella y Los Arcos. Además, en la compra de votos antes y durante los comicios; también en las coacciones llevadas a cabo por el alcalde de Pamplona y candidato antirrevolucionario, Francisco Javier Arvizu, sobre muchos de sus beneficiados, y finalmente en la suplantación de sufragios, al votar algunos en nombre de otros ausentes. Pero los nacionalistas vascos no aportaron prueba alguna de lo que tan determinadamente afirmaron.




    El gobernador republicano aceptó 20 de las 41 protestas. Entre las aceptadas estaban las que iban a anular las elecciones en las dos localidades más pobladas: Pamplona y Tafalla. En todas las afectadas por los recursos se nombraron unas Comisiones Gestoras, compuestas casi siempre por destacados republicanos, lo que equivalía a toda una campaña preelectoral gratuita.




    El Gobierno de la República, más republicano que nadie, ordenó la celebración de elecciones en todos los municipios en que se hubiera instruido expediente de protesta, fuera admitida ésta o no por los gobernadores civiles. El 13 de mayo se firmó el decreto que las convocaba para el 31 de ese mes50.




    Los “antirrevolucionarios” pamploneses, que no esperaban tal resolución por parte del nuevo régimen, intentaron formar un nuevo bloque electoral en torno al lema “Religión y Fueros”, al que invitaron a los representantes nacionalistas. Pero éstos, como luego veremos, se retiraron de la mesa de negociaciones. Se quedaban, pues, los jaimistas, los integristas y los independientes católicos con el lema tradicional, que convertirá después a la candidatura en “Candidatura Católico-Fuerista”. La mayor parte de sus hombres del 12 de abril serán los del 31 de mayo51.




    En la candidatura de la Conjunción quedarán los mismos nombres, ni uno más ni menos. Estaban recientes los graves sucesos del 10 y 11 de mayo, la bochornosa e impune quema de iglesias y conventos en Madrid y en otras ciudades españolas, que conmovió a todas las personas de bien y de una manera especial a los católicos militantes. El “manifiesto” de la Conjunción navarra se refiere a los mismos para condenarlos -lo mismo harán poco después los republicanos de Tafalla- y para añadir algo que no es fácil encontrar en la literatura republicano-socialista del tiempo:




    “Declarado por el Gobierno Provisional de la República el imperativo de la libertad de conciencia y de cultos, aprovechamos la feliz ocasión para advertir a los navarros de buena voluntad que los republicanos somos espiritualistas y, por consiguiente, defensores de la doctrina religiosa y moral del Cristianismo (...) Pero lo que no queremos es que se confunda el orden sobrenatural de la Religión con los problemas políticos, económicos y sociales que Dios ha dejado a las disputas de los hombres, porque en esa confusión está la raíz del clericalismo que padecemos en España y principalmente en nuestra querida Navarra”.




    Y la primera declaración de política estatutaria:




    “Somos también defensores y admiradores de los fueros y características autonómicas de nuestro pueblo, precisamente porque son libertades. Y ansiamos que llegue la hora en que todos los Ayuntamientos Navarros se reúnan para discutir y perfilar el anunciado Estatuto Vasco-Navarro que ha de reconocer los derechos de este antiguo reino, sin perjuicio de la gloriosa unidad española -armonía en las variedades regionales-, sin perjuicio también de los derechos individuales que son patrimonio sagrado de todos los hombres y que la futura Constitución de la República ha de amparar con una declaración solemne”.




    Los terceros candidatos del 12 de abril decidieron en una asamblea de afiliados peneuvistas, reunida en el Centro Vasco, el día 29 de abril, abstenerse en la próxima lid electoral.




    La tensión social que se vivió esos días en algunas zonas de la Ribera no propició un clima de sosiego el día de las elecciones. En cuatro villas riberas, Arguedas, Carcastillo, Funes y Milagro, se rompen las urnas y tienen que celebrarse nuevas elecciones el día 3 de junio: en las cuatro habían vencido ampliamente, y vencerán de nuevo, las candidaturas católico-fueristas. En Mendavia y Peralta, donde también había triunfado la derecha el 12 de abril, ahora sólo se acercan a las urnas los votantes de izquierda. En Andosilla los dos rivales se ponen de acuerdo y se reparten los puestos, cinco por cada bando. En Eulate la urna contiene más votos que electores inscritos, pero no se repiten los comicios.




    La abstención llega al 28 por ciento: 1.410 personas menos que en abril. La izquierda obtiene mayoría en ciudades y villas como Tafalla, Corella, Caparroso, Valtierra, Mendavia y Lodosa. En Pamplona, con 70 votantes menos, 15 concejalías son para la Conjunción y 14 para los católico-fueristas, tras favorecer a éstos últimos el sorteo en el empate registrado en un distrito. Virto piensa que los católico-fueristas pamploneses fueron derrotados por los votos de los nacionalistas52, y que la esperanza en un reparto de tierras más justo, que había prometido el Gobierno republicano, explica el bandazo hacia la izquierda de esos pueblos de la Ribera antes mencionados.




    No obstante, la izquierda seguía siendo muy minoritaria en Navarra. Según los cálculos del mismo autor, los 28 ayuntamientos que consigue en las dos fechas electorales representaban el 10% de los 269 ayuntamientos navarros, y los 220 concejales obtenidos equivalen también al 10% del total de los electos. Claro que la población de municipios regidos por estos concejales de izquierda, dado el volumen de Pamplona, llegaba al 35% de la de toda Navarra53.




    En toda España la Conjunción republicano-socialista gobernante fue, naturalmente, la gran triunfadora. En el País Vasco, ganó el PNV en Vizcaya y Guipúzcoa, seguida de la Conjunción, que ganó en Álava54.


    




    

      

        31 Sobre la campaña electoral y los resultados electorales del 12 de abril en Navarra, La construcción…, pp. 289-292, 297-299, y 308-309, respectivamente.


      




      

        32 “De la elección del domingo”, La Tradición Navarra, 14 de abril de 1931.


      




      

        33 “Situación política caótica”, Ibídem: 15 de abril de 1931.- Más allá va Diario de Navarra, que, no queriendo estampar el nombre del colega “por razones de higiene”, copia el inicio de “un suelto indecoroso”, que le dedicó aquél: “Ayer salió el indigno papel que se titula “Diario de Navarra” cerdeando cual corresponde a su historia”. Según Diario de Navarra, el colega que pretende “convertirse en bufón de la República”, va a intentar acomodarse a la actual situación política; sin argumento alguno, cree suficiente razón “la razón incivil de la grosería repugnante de su léxico”, y con esa razón quiere negar al diario de la calle Zapatería el pan y la sal, con actitud odiente, tras cantar el himno de bienvenida al nuevo régimen; el mismo diario que buscó “la protección de los jaimistas frente a socialistas y republicanos, a los que derrotó con dinero bizkaitarra cuando estaba en la creencia de que la ayuda de los jaimistas significaba el triunfo, para ellos, de unas actas de concejales”. Diario de Navarra advierte que la República, que no ha venido de Tartaria, “sabrá administrar sus preferencias y sus desprecios”; ellos, por su parte, siguen en su atalaya, desde la que verán “cómo se extingue la hiel del colega y el colega…”, Diario de Navarra, “No empezamos, seguimos”, 16 de abril de 1931.


      




      

        34 Sobre el 14 de abril, los primeros acuerdos de la Diputación Foral de Navarra y el nombramiento de la nueva Comisión gestora provincial, Las elecciones municipales…, pp. 115-134.


      




      

        35 Sobre lo que acaeció, esos días, en las tres provincias vascas, y especialmente sobre la “irrupción del PNV”, La construcción…, pp. 311-330, y la versión nacionalista vasca de José Antonio Aguirre, Entre la libertad y la revolución…, pp. 5-32.


      




      

        36 Diputación de Navarra. Actas (en adelante, Actas), sesión de 17 de abril de 1931, Libro 544, fs. 148v-150v. Las Actas sobre el Proyecto de Estatuto Vasconavarro (1931-1932) se encuentran en el Archivo General de Navarra. Fondo Documental “Diputación Foral y Provincial de Navarra” (en adelante: AGN, fondo DFN).


      




      

        37 Idoia Estornés, en su libro mencionado, escribe que “la Diputación de Navarra aprobaba en pleno una moción presentada el día 14 por Manuel Irujo”, y resume la misma, citando al pie de la letra las conclusiones de la moción. Nada, como se ve, más lejos de la realidad, La construcción…, p. 318.


      




      

        38 Actas, sesión de 19 de abril de 1931, fs. 152-154.


      




      

        39 Ibídem: sesión de 19 de abril de 1931, fs. 152v-154.


      




      

        40 El diputado foral Irujo envió a los ayuntamientos de la Merindad de Estella una circular con firma autógrafa y sin fecha, poco antes del fin de su mandato, agradeciéndoles su anterior asistencia y pidiéndoles la adhesión para el proyecto del nuevo Gobierno de reconocer la plena personalidad de Navarra y “la total reivindicación de sus fueros” dentro de una “nueva constitución federal” que se prepara para España. Y hace de su despedida un ruego y una exhortación a cada ayuntamiento para que en todo momento “manifieste su adhesión al régimen foral, y para cuando se plantee en España el problema constitucional lleve su actuación y asistencia a todas las Corporaciones del país, a fin de que en aquellos momentos definitivos y trascendentales, suene potente y unida la voz de todos los Ayuntamientos de Navarra en defensa de su Régimen Foral, dentro de la constitución federal de la nueva República Española”, Archivo Municipal de Los Arcos (AMA), leg. 255, año 1931.


      




      

        41 En la sesión del día 20, la Diputación Foral acordó suspender el viaje previsto a la capital de España, una vez enterada del “criterio definitivo ya adoptado sobre renovación de la Corporación”, a la vez que reiteraba “su adhesión, respeto y colaboraciones en bien de España y de Navarra”, lo que iba a expresar por medio de un telegrama al ministro de la Gobernación, Actas, sesión de 20 de abril de 1931, fs. 159-159v.


      




      

        42 En sus palabras de ofrecimiento, el nuevo gobernador ponderó su cercanía a Navarra “por vínculos de sangre, de amistad y de gran afecto”, dispuesto a laborar por su prosperidad y la de España, “dentro del mayor respeto a los derechos históricos de Navarra”. A petición del vicepresidente, prometió la pronta constitución de los ayuntamientos, de los que se habían apoderado algunos elementos, sin representación democrática, y contra los que se habían tomado “órdenes severas”, así como “medidas necesarias” para evitar toda alteración del orden público en algunos pueblos, “con motivo del aprovechamiento de terrenos comunales”, sin perjuicio de resolver más adelante, por las vías legales, y de acuerdo con la Diputación, “las cuestiones pendientes”, Ibídem: sesión del 22 de abril de 1931, fs. 159v-160v.


      




      

        43 Sobre los debates tenidos en las Cortes constituyentes acerca de de este contrafuero, ver el capítulo segundo de mi libro La Minoría Vasco-Navarra..., pp. 131-197.


      




      

        44 Actas, sesión extraordinaria de 25 de abril de 1931, fs. 161-162v.


      




      

        45 En adelante escribiré habitualmente: Comisión Gestora o Comisión Gestora navarra.


      




      

        46 Ibídem: sesión de 29 de abril de 1931, fs. 162v-163.


      




      

        47 Ibídem: fs. 163-165v.


      




      

        48 Apoya este criterio el otrora órgano del diputado datista Méndez Vigo y ahora “bisemanal independiente” de Tudela, El Eco del Distrito (1916-1936), dirigido por Mario Castilla Burgaleta (Tafalla 1895). Reprocha éste a Diario de Navarra, tan complaciente un día con la Dictadura de Primo de Rivera, a la que se atrevió a presentar “poco menos que como modelo”, que considere ahora desacertado, incongruente y hasta antimoral el procedimiento seguido. Advierte que se trata de una Diputación “interina” para no interrumpir la marcha administrativa de Navarra, y pondera la calidad de consejero foral del nuevo gestor por la Merindad de Tudela, que en unas elecciones “obtendría la representación por una gran mayoría de votos, lo que no hubiera sucedido con ninguno de los diputados que durante la Dictadura representaron indebidamente al distrito”, El Eco del Distrito, “El actual nombramiento de Diputado Provincial ha sido más Foral que en tiempos de la Dictadura”, 24 de abril de 1931.- El bisemanal tudelano, que tiene ya 16 años de vida y 4483 números publicados, se subtitula ahora “Verdadero defensor de Tudela y su Distrito”, pero en mayo desaparece el subtítulo. En los años treinta tiraba entre 600 y 700 ejemplares, Publicaciones periódicas…, pp. 186-188.


      




      

        49 Tal era el caso de Guipúzcoa y Vizcaya, donde el PNV fue el claro vencedor en las elecciones municipales, pero ya el 14 de mayo se añadieron a la Comisión gestora vizcaína dos aeneuvistas (ANV), partido de la Conjunción, y el republicano independiente Ramón Madariaga; más tarde, otro republicano y otro socialista reforzaron la representación mayoritaria. En Guipúzcoa también se agregaron en mayo-junio un aeneuvista, dos republicanos y dos socialistas. En Álava, a la composición inicial de dos republicanos y un católico se añadieron después otros dos republicanos.


      




      

        50 Sobre estos comicios, Las elecciones municipales…, pp. 134-150.


      




      

        51 Refiriéndose al manifiesto electoral católico-fuerista [“Somos católicos con sometimiento incondicional a cuanto la Iglesia, por medio de sus legítimas autoridades, nos dicte. Somos fueristas, con tanto amor a nuestras libertades, exaltación de nuestros derechos, que en todo instante, y en éste con mayor empeño por considerarlo históricamente excepcional, reclamamos la regresión al estado político en que Navarra se encontraba antes del año 1839, mediante la total derogación de las leyes abolitorias dictadas por el centralismo con posterioridad”], escribe el diario carlista, en la víspera de las elecciones: “Del respeto a las autoridades eclesiásticas, respeto incondicional, rotundo, ajeno a toda reserva y puesto sobre todos los otros postulados políticos que tienen que defender, hacen, como siempre, punto de partida para sus actuaciones públicas. Y después de la Iglesia, Navarra, con sus glorias, con sus instituciones, con sus recuerdos y con sus imperativos de reivindicación; Pamplona, con sus necesidades…”, El Pensamiento Navarro, “Las elecciones de mañana. Hay que luchar y hay que vencer”, 30 de mayo de 1931.


      




      

        52 Diario de Navarra no tenía duda alguna: los 2.107 votos de diferencia, esta vez, entre los de la derecha (6.997; el 12 de abril consiguió 7.547) y los de la izquierda (8.645; el 12 de abril obtuvo 6.538) procedían de los 2.762 votos que en las elecciones de abril recibieron los nacionalistas vascos en conjunción con algunos independientes y disidentes del jaimismo: “Pero siendo así el resumen, la lección resulta lamentable. Con más alteza de miras, con más generosa actitud, con más interés que ruines miramientos, con más conciencia del significado de la candidatura, el triunfo de las derechas hubiera sido -debió ser- sonante y mayúsculo”, Diario de Navarra, “Después de las elecciones”, 2 de junio de 1931.- Negó rotundamente tal acusación el diario nacionalista vasco de Pamplona. Nada menos que el Napar-Buru-Batzar afirmaba que muchos nacionalistas votaron, pese a todo, el 31 de mayo, a favor de la candidatura católico-fuerista, mientras muchos alfonsinos se retiraban de la calle y hasta de la ciudad para no votar el día de las elecciones, “Después de las elecciones”, por N.B.B. [Napar-Buru-Batzar], La Voz de Navarra, 3 de junio de 1931.


      




      

        53 Según Estornés, en Navarra la Conjunción obtuvo 184 nuevos concejales; resultaron elegidos, además, 76 concejales de “derechas”, 15 “católicos”; 10 “independientes”; 8 “monárquicos”; 4 carlistas, y 3 peneuvistas, La construcción…, p. 377.


      




      

        54 Ibídem: pp. 376-378.


      


    


  




  

    III EN BUSCA DE UN ESTATUTO




    La República, que había recibido el respeto y acatamiento de la Santa Sede y de la Iglesia jerárquica española, comenzó a publicar decretos, órdenes y medidas de carácter laico-laicista: libertad de cultos, anuncio de la separación de Iglesia y Estado y secularización de cementerios, supresión de la enseñanza obligatoria de la religión y de los símbolos religiosos… Lo que preocupaba mucho a muchos católicos.




    La religión amenazada. El remedio del Estatuto




    El ayuntamiento republicano-socialista de la ciudad de Gijón, feudo de la CNT, donde poco antes de la llegada de la República fue asaltada la iglesia de los jesuitas y destrozados sus altares, envió, el 15 de abril, un telegrama al presidente del nuevo Gobierno republicano pidiendo la expulsión de España de la Compañía de Jesús, “por considerarlo conveniente a los intereses nacionales” y “para evitar alteración del orden público”. El ayuntamiento peneuvista de Lequeitio invitó poco después a todos los ayuntamientos a protestar “por telegrama dirigido al presidente de la nueva República contra la expulsión de España de la Compañía de Jesús, iniciada por el Ayuntamiento de Gijón”. Y el 30 del mismo mes, el mismo ayuntamiento gijonés acordaba dirigirse a las capitales de las distintas provincias españolas para que se adhirieran a la proposición enviada al Gobierno provisional, “en demanda de expulsión de esa banda de aprovechados comisionistas espirituales que responde a la Compañía de Jesús”. Quedaron registradas 63 corporaciones municipales adheridas, no sólo de grandes capitales -Barcelona, Málaga, Murcia, León, Teruel…-, sino otras muchas de poblaciones más pequeñas, como Laredo, Yepes, Grao, Montbuy…




    La Comisión gestora del Ayuntamiento de Pamplona, que tomó posesión del ayuntamiento el 17 de abril, compuesta por cinco republicanos, presididos por Modesto Velasco, recibió un oficio con el acuerdo del ayuntamiento de Lequeitio, que consideraba el acuerdo del de Gijón como “contrario no sólo a las normas de justicia y ciudadanía, sino al más elemental derecho de gentes”, e invitaba a los ayuntamientos de Vizcaya y de otras provincias a enviar telegramas de protesta al presidente de la República.




    Los seis gestores pamploneses acordaron, en la sesión de 6 de mayo, sin dificultad alguna manifestar al ayuntamiento vizcaíno que “por entender se trata de una cuestión que no afecta a la vida administrativa y que el asunto cae fuera de las funciones del Municipio, se inhibe de intervenir”55.




    Pero es el caso que, quince días más tarde, tuvieron que vérselas los flamantes gestores con otro oficio similar del ayuntamiento de Gijón, solicitándoles algo similar, sólo que mucho más negativo: la adhesión a su propuesta enviada al Gobierno Provisional “en demanda de la expulsión de la Compañía de Jesús”, a la par que el envío de la misma a los demás ayuntamientos de la Provincia.




    Pensó el presidente de la Gestora municipal, con buen criterio, aplicar en este caso el mismo que en la sesión del día 656, y resolver de nuevo con cuatro palabras tan enojosa cuestión: acceder ahora a la solicitud “equivaldría a una inconsecuencia sinónima de arbitrariedad y la adhesión significaría un acto antiliberal”. Pero hete aquí que los otros cinco gestores republicanos, el “señor Trueba [Gaspar] y otros vocales” -Cristino Itúrbide, José Roa, Amadeo Urla y Luis Álvarez- se manifestaron partidarios de adherirse “a lo hecho por el ayuntamiento de Gijón”. Y con el voto en contra del presidente, Modesto Velasco, se acordó “adherirse al acuerdo del Ayuntamiento de Gijón pidiendo la expulsión de la Compañía de Jesús”57.




    La reacción de Pamplona y de Navarra entera fue clamorosa58. Los cuatro diarios de la capital y un numeroso grupo de entidades políticas, sociales y religiosas publicaron un comunicado de protesta, dirigido a la Comisión gestora del Ayuntamiento de la capital navarra, al que se le entregó personalmente, y se invitó al pueblo a firmarlo en las redacciones de los cuatro periódicos59. “No en nombre de la libertad”; “No en nombre de la República”; “No en nombre de la Demagogia del siglo XIX”; “No en nombre de las glorias que la Compañía ha dado en Navarra”, rezan los encabezamientos de los distintos apartados del comunicado de protesta. El Pensamiento Navarro recogió, en las pocas horas que estuvo expuesto el escrito -pidió el gobernador su retirada a la Comisión que le visitó con este motivo- 2.759 firmas y 406 tarjetas; Diario de Navarra, 2.453 firmas y 634 tarjetas; La Voz de Navarra, 300 firmas y 89 tarjetas, y La Tradición Navarra, 58 firmas y 89 tarjetas. Al mismo tiempo protestaron el cabildo catedral, el clero secular de Pamplona y decenas de entidades de ciudades y pueblos navarros, que enviaron pliegos llenos de firmas, tarjetas y cartas a la Comisión, presidida por José Sánchez Marco, presidente de la Junta Diocesana de Acción Católica de Navarra.




    Fue tal vez la primera protesta colectiva ante muestras del anticlericalismo por parte de hombres e instituciones del nuevo régimen, protestas que solían vincularse con afirmaciones patrióticas españolas o navarras.




    Apenas proclamada la República, los carlistas vasconavarros hicieron profesión pública de fe católica y de amor al régimen foral60, y unas fechas más tarde apareció en los periódicos el manifiesto de la Comunión Tradicionalista de las cuatro provincias forales, fechado el 21 de abril61:




    “Lo que entendemos por nuestra personalidad es la derogación expresa y solemne por parte del Gobierno de la Nación española de todas las disposiciones abolitorias de nuestros fueros y el restablecimiento conforme a fuero de los organismos peculiares en el país, es decir Juntas Generales en Vizcaya y Guipúzcoa, Hermandades en Álava y Cortes en Navarra, para que sean estas organizaciones propias las que rijan y gobiernen nuestra vida interna sin intromisiones ni injerencias extrañas, ampliando, rectificando o amoldando el fuero según las necesidades de los tiempos, y siempre conforme a la voluntad del pueblo, voluntad manifestada por los antes citados organismos forales”.




    El manifiesto rechaza una organización supra-provincial:




    “sin que esta unidad de aspiraciones y de raza implique uniformidad de legislación y de órganos de gobierno, sino recabando para cada uno de los componentes del País Eúskaro lo que sea peculiar de su organización foral”.




    Propone luego la creación de una Junta integrada por organizaciones políticas o apolíticas de las cuatro provincias, para que “constituyan el frente único euskaldún y la única entidad dirigente que actúe de aglutinante de todos los vascos en la reconquista de nuestras libertades en los históricos momentos presentes”, que podría llamarse “Pro Reivindicaciones Vascas”.




    Como enlaces en los cuatro territorios se ofrecen: por Navarra: Joaquín Baleztena y Gabino Martínez; por Álava: Ángel Ayala y Manuel Echanobe; por Vizcaya: conde de Arana y Nazario de Oleaga; por Guipúzcoa: marqués de las Hormazas, Julián Elorza y Antonio Paguaga.




    Dos días después, el pretendiente carlista don Jaime III de Borbón, residente en París, firmaba, el 23 de abril, su propio manifiesto, jaleado por buena parte de la prensa española62. Puesto a término por voluntad popular un régimen cuyo fin preveía, y “contra cuyos desaciertos protestó en reiteradas ocasiones”, se muestra “dispuesto a ser el primero a impedir que España se precipite en el desorden y en la anarquía”. Deplora profundamente el cambio de los colores de la bandera española, de la que hace un emocionado elogio, y sobre la cual sólo las Cortes deben decidir. Desea que los suyos apoyen la actuación del Gobierno provisional y sus esfuerzos para garantizar el orden. Reclama, como ha hecho anteriormente, la convocatoria de Cortes constituyentes libremente elegidas, “que deben ser un verdadero plebiscito nacional”, por medio del sistema proporcional íntegro, “así como ha sido siempre el fundamental objeto de nuestra política: realizar la federación de las distintas nacionalidades ibéricas”.




    Tras el fallo de la nación entera, “no puede haber más que un solo partido monárquico en España”:




    “Mi intención es que nuestros elementos presidan ahora en toda España a la organización del gran partido monárquico federativo, anticomunista, defensor de las grandezas patrias, intensamente progresivo, amigo de las reformas sociales, que coloque a la Iglesia y al Ejército en su verdadero lugar, lejos de toda política”.




    Las próximas elecciones generales constituyentes, con un sistema proporcional íntegro, deben ser un verdadero plebiscito nacional, en el que los electores deben pronunciarse sea por la República




    “sea por una Monarquía renovada, progresista, ampliamente descentralizadora, que no ofrecería ningún punto de contacto con el antiguo sistema, precisamente a causa de las grandes administraciones federales en las distintas regiones hispanas”.




    Pero, si la voluntad nacional se pronunciara por la República, pediría a los monárquicos que colaborasen “en la obra inmensa de construir la federación de la nueva España”, pero declarando a la vez que “todas las amenazas del separatismo, declarado o encubierto” encontrarán en él “el más resuelto adversario”. Además, su experiencia política y los largos años pasados en Rusia le han enseñado que




    “una República patriótica, moderada, bien intencionada, puede muy fácilmente, y en un espacio de tiempo brevísimo, ser arrollada por la avalancha del comunismo internacionalista, destructor de la Religión, de la Patria, de la familia y de la propiedad. Y eso sí, lo juro; sacrificaría hasta la última gota de mi sangre en la lucha contra el comunismo antihumano, poniéndome al frente de todos los patriotas para oponerme a la implantación de una tiranía de origen extranjero”63.




    El 29 de abril, los integristas que redactan La Tradición Navarra se muestran muy acordes con el manifiesto carlista publicado el día anterior, que insiste, a tono con las consignas de su rey, en la primordial necesidad de defender ante todo la religión y las demás bases sociales que están en peligro, y de recabar y conseguir las libertades de Navarra, mientras anuncian la designación de dos representantes de la Junta Regional Integrista para ponerse en relación con sus antigua correligionarios.




    Los jóvenes católicos de Guipúzcoa y de Navarra se mostraban muy activos. En Guipúzcoa, donde 25.000 de ellos estaban organizados en asociaciones religiosas, organizaron recibimientos apoteósicos al obispo de la diócesis, Mateo Múgica, como, por ejemplo en Zarauz, el 8 de mayo, y en Azpeitia, dos días después. En Navarra, fechado el 10 de mayo, se publicaba el manifiesto de la “Liga de jóvenes navarros”, firmado en Villava por “La Comisión gestora”, y escrito en prosa vibrante:




    “Somos la Liga de Jóvenes Navarros Pro Defensa de los Intereses Religiosos, y con esto quedamos bien definidos. (…) No somos un partido político, sino la unión circunstancial de cuantos están persuadidos de que sobre todas las diferencias políticas hay un interés común que exige sin demora una acción mancomunada. Este interés común está representado por los altos valores de la Civilización Católica, puestos en peligro inminente y cercados por la tiranía revolucionaria demagógica. (…) Y cabe ahora preguntar: ¿República? ¿Monarquía? Nosotros estamos persuadidos de que importa más, infinitamente más que la forma del Estado, las Leyes que lo han de regular… (…) Nosotros no guardamos preferencias de ninguna ideología política, dentro de la Liga cada uno es libre de votar y apoyar a los candidatos de su respectivo partido siempre que acepten el compromiso que proponemos”64.
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